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I. Dictamen de mayoría.
II. Dictamen de minoría.

I

Dictamen de mayoría

Honorable Cámara:
Las comisiones de Industria y de Presupuesto y Ha-

cienda han considerado el mensaje 144/21 y proyecto 
de ley del Poder Ejecutivo, sobre “Compre Argentino 
y Desarrollo de Proveedores. Compras para la Innova-
ción”, y han tenido a la vista el proyecto de ley de la se-
ñora diputada Aparicio y otras/o señoras/or diputadas/o 
(2.709-D.-2021); y, por las razones expuestas en el 
informe que se acompaña y las que dará el miembro 
informante, aconsejan la sanción del siguiente

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados,…

LEY DE COMPRE ARGENTINO  
Y DESARROLLO DE PROVEEDORES. 

COMPRAS PARA LA INNOVACIÓN

TÍTULO I

Compre Argentino y Desarrollo de Proveedores

Capítulo I
Sujetos alcanzados

Artículo 1º – Los siguientes sujetos deberán otorgar 
preferencia a la adquisición, locación o leasing de bie-
nes de origen nacional, en los términos dispuestos por 
esta ley y en las formas y condiciones que establezca 
la reglamentación:

a) Las entidades comprendidas en el artículo 8º 
de la ley 24.156 y sus modificatorias;

b) Las personas humanas o jurídicas a quienes 
el Estado nacional hubiere otorgado licen-
cias, concesiones, permisos o autorizaciones 
para la prestación de obras y servicios pú-
blicos;

c) Los contratistas directos de los sujetos del 
inciso b) precedente, entendiendo por tales a 
los que son contratados en forma inmediata en 
ocasión del contrato en cuestión;

d) El Poder Legislativo de la Nación, el Poder 
Judicial de la Nación y el Ministerio Público 
de la Nación;

e) La Compañía Administradora del Mercado 
Mayorista Eléctrico S.A. (Cammesa), excep-
tuando los beneficios del régimen establecido 
en la ley 26.190 y sus modificatorias.

En función de lo dispuesto por el artículo 15 de 
la ley 26.741, quedan excluidos del alcance de la 
presente ley los sujetos comprendidos en dicha nor-
ma. Tales sujetos deberán implementar un Plan de 
Desarrollo de Proveedores Nacionales, en los térmi-
nos establecidos en el artículo 26 de la presente ley. 
Para el caso de los sujetos mencionados en el inciso 
c) del presente artículo, la preferencia solo deberá 
otorgarse en el marco de las licencias, concesiones, 
permisos o autorizaciones para la prestación de obras 
y servicios públicos en las que participen como con-
tratistas directos.

Capítulo II
Preferencias para bienes de origen nacional

Art. 2º – Se otorgará preferencia a las ofertas de 
bienes de origen nacional cuando el monto estimado 
del procedimiento de selección sujeto a la presente ley 
sea igual o superior al monto establecido por la regla-
mentación vigente del apartado 1 del inciso d) del ar-
tículo 25 del decreto 1.023 del 13 de agosto de 2001 y 
sus modificatorios y complementarios. La preferencia 
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gentes y todos los impuestos y gastos que le demande 
su nacionalización a un importador particular no pri-
vilegiado, en las formas y condiciones que establezca 
la reglamentación. Las cooperativas que se encuen-
tren inscritas en el Registro del Instituto Nacional de 
Asociativismo y Economía Social (INAES), organis-
mo descentralizado en el ámbito del Ministerio de 
Desarrollo Productivo, y cumplan con lo establecido 
en la presente ley, tendrán los mismos beneficios y se 
les otorgarán las mismas preferencias que las previs-
tas para las micro, pequeñas y medianas empresas (Mi-
PyMEs). En las contrataciones de las entidades referi-
das en el inciso a) del artículo 8º de la ley 24.156 y sus 
modificatorias, para la adquisición, locación o leasing 
de bienes por hasta la suma de cuarenta mil módulos 
(40.000 M), las empresas oferentes de bienes de origen 
nacional que califiquen como micro, pequeñas y me-
dianas empresas (MiPyMEs) de acuerdo a la ley 27.264 
y sus modificatorias que, aplicando las preferencias 
previstas en los incisos a) y c) del presente artículo, no 
hayan podido alcanzar el mejor precio ofertado, podrán 
mejorar su oferta, siempre y cuando su precio original, 
en condiciones de contado, no haya superado en más de 
un veinte por ciento (20 %) a la mejor cotización.

Art. 3º – No se otorgará la preferencia a que hace 
mención el artículo anterior a las ofertas de bienes de 
origen nacional cuando las mismas sean realizadas 
por oferentes que se hallen en alguna de las siguien-
tes situaciones a la fecha de publicación en el Boletín 
Oficial de la presente ley:

a) Los o las condenadas por alguno de los deli-
tos previstos en las leyes 23.771, 24.769 y sus 
modificatorias, título IX de la ley 27.430 o en 
la ley 22.415 (Código Aduanero) y sus modifi-
catorias, respecto de los cuales se haya dictado 
sentencia firme con anterioridad a la entrada 
en vigencia de la presente ley modificatoria, 
siempre que la condena no estuviera cumplida;

b) Los o las condenadas por delitos dolosos que 
tengan conexión con el incumplimiento de 
obligaciones tributarias, respecto de los cua-
les se haya dictado sentencia firme con ante-
rioridad a la fecha de entrada en vigencia de 
la presente ley modificatoria, siempre que la 
condena no estuviere cumplida;

c) Las personas jurídicas en las que, según co-
rresponda, sus socios o socias, administrado-
res o adminis-tradoras, directores o directoras, 
síndicos o síndicas, miembros del consejo de 
vigilancia, consejeros o consejeras o quienes 
ocupen cargos equivalentes en las mismas, ha-
yan sido condenados o condenadas por infrac-
ción a las leyes 23.771, 24.769 y sus modifi-
catorias, título IX de la ley 27.430, ley 22.415 
(Código Aduanero) y sus modificatorias o por 
delitos dolosos que tengan conexión con el 
incumplimiento de obli-gaciones tributarias, 
respecto de los cuales se haya dictado senten-

a las ofertas de bienes de origen nacional se otorgará 
de acuerdo a las siguientes pautas:

a) Cuando para idénticas o similares prestaciones 
y condiciones de pago el precio de las ofertas 
de bienes de origen nacional sea igual o infe-
rior al de los bienes ofrecidos que no sean de 
origen nacional, incrementados en un veinte 
por ciento (20 %), cuando dichas ofertas sean 
realizadas por micro, pequeñas y medianas 
empresas (MiPyMEs), de acuerdo a la ley 
27.264 y sus modificatorias, y en un quince 
por ciento (15 %) para el resto de las empresas;

b) Cuando en el marco de lo establecido por la 
presente ley resulte una comparación de pre-
cios entre ofertas que no sean de origen na-
cional, se otorgará un margen de preferencia 
el uno coma cinco por ciento (1,5 %) cada 
cinco (5) puntos porcentuales de integración 
local sobre el valor bruto de producción de los 
bienes alcanzados, hasta un margen de pre-
ferencia máximo de doce por ciento (12 %), 
conforme los criterios de cálculo que defina la 
autoridad de aplicación a tal efecto;

c) Una preferencia adicional del tres por ciento 
(3 %) a la establecida en los términos del inci-
so a) del presente artículo, cuando el oferente 
cumpla alguna de estas condiciones, conforme 
lo establezca la reglamentación:

 i. El cincuenta por ciento (50 %) o más de 
la participación accionaria o del capital 
social es de propiedad de mujeres o tam-
bién por otras identidades no binarias;

 ii. El cincuenta por ciento (50 %) o más de 
los puestos de toma de decisión, a saber, 
presidencia, dirección y gerencias, son 
ocupados por mujeres o también por otras 
identidades no binarias;

 iii. El cincuenta por ciento (50 %) o más de 
los puestos de trabajo del plantel general 
son ocupados por mujeres o también por 
otras identidades no binarias;

 iv. Desarrolle sus actividades cumpliendo 
con parámetros que promuevan el desa-
rrollo ambiental sostenible, en los térmi-
nos que defina la autoridad de aplicación.

d) La autoridad de aplicación, con intervención 
de la Jefatura de Gabinete de Ministros, podrá 
disponer en forma transitoria preferencias adi-
cionales que alcancen hasta un tres por ciento 
(3 %) por sobre la preferencia establecida en los 
términos del inciso a) del presente artículo para 
bienes producidos en provincias específicas con 
el objetivo de compensar asimetrías regionales.

En todos los casos, a los efectos de la comparación, 
el precio de los bienes de origen no nacional deberá 
incluir, entre otros, los derechos de importación vi-



CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN O.D. Nº 10 3

supere en un veinte por ciento (20 %) al monto 
estimado de la contratación;

b) Obra pública destinada exclusivamente a 
construcción de viviendas y edificios públi-
cos, en los términos de la ley 13.064, por mon-
tos menores a cien mil módulos (100.000 M), 
cuando el precio de la oferta no supere en un 
veinte por ciento (20 %) al monto estimado de 
la contratación. El monto estimado de la con-
tratación comprenderá el importe total de las 
adjudicaciones, incluidas las opciones de pró-
rroga que pudieran contemplarse.

Capítulo III
Definición de bien y obra pública de origen nacional

Art. 6º – Se entiende que un bien es de origen na-
cional cuando ha sido producido o extraído en el terri-
torio de la República Argentina, siempre que el costo 
de las materias primas, insumos o materiales impor-
tados nacionalizados no supere el cuarenta por ciento 
(40 %) de su valor bruto de producción. Se entiende 
que la provisión de obra pública es de origen nacional 
cuando al menos el cincuenta por ciento (50 %) de los 
materiales utilizados en la obra cumplan con el requi-
sito de bienes de origen nacional y la empresa además 
cumpla con los requisitos para ser considerada como 
empresa local de capital interno, según lo establecido 
en la ley 18.875.

Art. 7º – En las contrataciones alcanzadas por el 
presente régimen, los bienes que no sean de origen 
nacional se entregarán en las mismas condiciones y 
en el mismo lugar que correspondan a los bienes de 
ori-gen nacional, y deberán cumplir con todas las nor-
mas aplicables a los bienes originarios del mercado 
nacional, así como también encontrarse nacionaliza-
dos con todos los impuestos y gastos correspondientes 
incluidos. La autoridad de aplicación entregará, den-
tro de los quince (15) días hábiles administrativos de 
solicitado, un certificado donde se verifique el valor 
de los bienes no nacionales a adquirir.

Capítulo IV
Publicidad de las contrataciones e intervención

de la autoridad de aplicación en proyectos de pliego

Art. 8º – La publicidad de las contrataciones que 
lleven a cabo los sujetos mencionados en el artícu-
lo 1º, inciso a) de la presente ley se ajustará a las 
normas generales de cada régimen de contrataciones 
en parti-cular. Los demás sujetos alcanzados por la 
presente ley publicarán sus procedimientos de con-
tratación según lo establezca la reglamentación, de 
modo de facilitar a todos los posibles oferentes el 
acceso opor-tuno a la información que permita su 
participación.

Art. 9º – Los proyectos de pliegos de bases y 
condiciones particulares necesarios para realizar 
cualquiera de las contrataciones alcanzadas por la 
presente ley se elaborarán adoptando las alternativas 

cia firme con anterioridad a la fecha de entrada 
en vigencia de la presente ley modificatoria, 
siempre que la condena no estuviere cumplida;

d) Los oferentes cuando hayan efectuado ventas 
de títulos valores con liquidación en moneda 
extranjera o transferencias de estos a entidades 
depositarias del exterior, desde la entrada en 
vigencia de la presente norma por los veinti-
cuatro (24) meses siguientes, sujetas a las con-
diciones que establezca la reglamentación que 
dicte en esta materia la Comisión Nacional de 
Valores, organismo descentralizado en el ám-
bito del Ministerio de Economía;

e) Los oferentes, cuando hayan transferido al exte-
rior o hayan comprado en el exterior activos fi-
nancieros, desde la entrada en vigencia de la pre-
sente norma y durante un período de veinticuatro 
(24) meses. Tampoco se otorgará la preferencia 
para el caso de las operaciones referenciadas pre-
viamente en el supuesto de socios y accionistas 
de personas jurídicas que posean por lo menos el 
treinta por ciento (30 %) del capital social. Que-
dan incluidos en las disposiciones de este inciso 
quienes revistan la calidad de uniones transito-
rias, agrupamientos de colaboración, consorcios 
de cooperación, asociaciones sin existencia legal 
como personas jurídicas, agrupamientos no so-
cietarios o cualquier otro ente individual o co-
lectivo.

Art. 4º – En los procedimientos de selección cuyo 
monto estimado resulte inferior al establecido por la 
reglamentación vigente del apartado 1 del inciso d) 
del artículo 25 del decreto 1.023/01 y sus modifica-
torios y complementarios, resultará optativa la apli-
cación de la preferencia prevista en el artículo 2º. La 
decisión de aplicar el margen de preferencia deberá 
constar en los respectivos pliegos de bases y condi-
ciones particulares aplicables a los procedimientos 
de selección. En caso de no preverse su aplicación, la 
preferencia al bien de origen nacional estará limitada 
al caso de igualdad de precio.

Art. 5º – Las entidades contratantes referidas en el 
inciso a) del artículo 8º de la ley 24.156 y sus modifi-
catorias y en el inciso d) del artículo 1º de la presente 
ley deberán adjudicar sus contrataciones a empresas 
locales, según la ley 18.875, que ofrezcan bienes u 
obras públicas, según lo dispuesto en el artículo 5º 
de la presente ley, y que califiquen como micro, pe-
queñas y medianas empresas (MiPyMEs), conforme 
lo dispuesto por la ley 27.264, sus modificatorias y 
complementarias, en los siguientes casos:

a) Contrataciones para la adquisición, locación o 
leasing de bienes por montos menores al mon-
to establecido por la reglamentación vigente 
del apartado 1 del inciso d) del artículo 25 del 
decreto 1.023/01 y sus modificatorios y com-
plementarios, cuando el precio de la oferta no 
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porcentajes establecidos en el mismo. La autoridad 
de aplicación establecerá las formas y condiciones 
aplicables en los casos en los que el monto adjudi-
cado resulte diferente al monto de la oferta sobre la 
base de la cual se aprobaran los acuerdos de coope-
ración productiva correspondientes. Cuando no re-
sulte factible alcanzar el monto exigido mediante la 
contratación mencionada, la autoridad de aplicación 
podrá autorizar que dicho monto pueda completarse 
mediante la radicación de inversiones en el territorio 
nacional, transferencia tecnológica, inversiones en 
investigación o desarrollo e innovación tecnológica 
a efectuarse dentro del mismo sector productivo del 
bien objeto de la contratación y/o su cadena de valor, 
conforme lo establezca la reglamentación. Para el 
caso de que el monto de los acuerdos de cooperación 
productiva resultara superior al mínimo exigido en el 
artículo 10 de la presente ley, el valor correspondien-
te a dicho excedente podrá ser utilizado por el mismo 
contratista en futuras contrataciones para integrar di-
cho valor mínimo, siempre y cuando el porcentaje 
de la cooperación productiva de tales contrataciones 
sea de un mínimo de veinte por ciento (20 %), en las 
formas y condiciones que establezca la reglamenta-
ción. El excedente no podrá computarse cuando el 
porcentaje del acuerdo de cooperación productiva 
sea disminuido según lo establecido en el artículo 16 
de la presente ley.

Art. 12. – A efectos de cumplir con la obligación 
prevista en el artículo 10 de la presente ley, en todos 
los pliegos de bases y condiciones particulares deberá 
incorporarse la obligación a cargo del contratista vin-
culada a la suscripción de los acuerdos de cooperación 
productiva. Los pliegos de bases y condiciones parti-
culares deberán incorporar los formularios relativos a 
los acuerdos de cooperación productiva que al efecto 
establezca la autoridad de aplicación. Previamente a 
la adjudicación, la propuesta de acuerdo de coopera-
ción productiva deberá ser aprobada por la autoridad 
de aplicación. 

Art. 13. – En las formas y condiciones que establez-
ca la reglamentación, la autoridad de aplicación debe-
rá requerir al contratista la constitución de garantías 
sobre el monto total de los compromisos asumidos en 
los acuerdos de cooperación productiva.

Capítulo VI
Valor del módulo

Art. 14. – A los efectos de lo dispuesto por la pre-
sente ley, el valor del módulo (M) será el que se de-
termine conforme la previsión dispuesta en el artículo 
28 del Reglamento del Régimen de Contrataciones de 
la Administración Nacional aprobado por el decreto 
1030 del 15 de septiembre de 2016 y sus modi-ficato-
rios y complementarios. La cantidad de módulos po-
drá ser modificada por la autoridad de aplicación con 
carácter general, con la aprobación de la Jefatura de 
Gabinete de Ministros.

técnicamente viables que permitan la participación 
de la oferta de bienes de origen nacional. Se con-
sidera alternativa técnicamente viable a aquella que 
cumpla la función deseada en un nivel tecnológico 
adecuado y en condi-ciones satisfactorias en cuanto 
a su prestación. Las entidades contratantes referidas 
en los incisos a) y b) del artículo 8º de la ley 24.156 
y sus modificatorias, deberán remitir a la Autoridad 
de Aplicación para su aprobación, los proyectos de 
pliegos de bases y condiciones particulares de los 
procedimientos de selección que tengan por objeto 
la adquisición, locación o leasing de bienes por un 
monto estimado igual o superior a ochenta mil mó-
dulos (80.000 M), acompañados por un informe de 
factibilidad de participación de la producción nacio-
nal, con el fin de garantizar que los mismos contem-
plen las pautas establecidas en el párrafo anterior. La 
autoridad de aplicación deberá expedirse en un plazo 
no superior a los quince (15) días hábiles administra-
tivos desde que fuera recibido el proyecto de pliego 
de bases y condiciones particulares. En caso de no 
expedirse en el plazo fijado, se considerará que no 
hay objeción en lo referente a las pautas establecidas 
en los párrafos anteriores.

Capítulo V
Exigencia de acuerdos de cooperación productiva

Art. 10. – En las formas y condiciones que esta-
blezca la reglamentación, los acuerdos de coopera-
ción productiva consistirán en el compromiso cierto 
por parte del contratista de realizar contrataciones de 
bienes y servicios locales vinculados al contrato ob-
jeto del proceso de selección del cocontratista esta-
tal. Para los suministros que se efectúen en el marco 
de estos acuerdos de cooperación productiva, deberá 
promo-verse el mayor componente de valor agre-
gado de los mismos y la participación de empresas 
consideradas micro, pequeñas y medianas empresas 
(MiPyMEs) según la ley 27.264 y sus modificatorias. 
La com-pra de acciones de empresas locales, los gas-
tos asociados a actividades de mercadeo, promoción 
publicita-ria o similares no serán considerados coo-
peración productiva a los fines del presente artículo. 
Los acuerdos de cooperación productiva serán exigi-
bles en aquellos supuestos en los que las entidades 
alcanzadas por el presente régimen comprendidas en 
los incisos a) y b) del artículo 8º de la ley 24.156 y 
sus modificatorias, procedan a la adquisición, loca-
ción o leasing de bienes no producidos en el país que 
representen un valor igual o superior a doscientos 
cuarenta mil módulos (240.000 M). Los acuerdos de 
cooperación productiva deberán constituirse por un 
porcentaje no inferior al veinte por ciento (20 %) del 
valor total del contrato.

Art. 11. – Los oferentes deberán presentar una 
propuesta de acuerdo de cooperación productiva 
junto con su oferta, cuando el valor de la misma re-
sulte igual o superior al valor establecido en el artí-
culo 10 de la presente ley y de conformidad con los 
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caudos de reserva, compartan datos, estadísticas y, 
en general, toda información de utilidad relativos a 
los planes anuales de contrataciones, en consonancia 
con los fines perseguidos en la presente ley. La pla-
nificación anual de contrataciones es un documento 
de naturaleza informativa, de allí que los procesos 
de compras incluidos en el mismo podrán ser modi-
ficados o eliminados sin generar por ello derechos a 
favor de terceros. La autoridad de aplicación estable-
cerá las normas complementarias referidas a plazos y 
procedimientos a observarse para dar cumplimiento 
a la previsión dispuesta en el presente.

Art. 17. – La autoridad de aplicación, con interven-
ción de la Jefatura de Gabinete de Ministros, en los 
casos de adquisición, locación, o leasing de bienes 
que sean considerados estratégicos, por las entidades 
comprendidas en el artículo 8º de la ley 24.156 y sus 
modificatorias, y a través de los mecanismos que esta-
blezca la reglamentación, podrá:

a) Elevar o disminuir el porcentaje referido en el 
artículo 6º de la presente ley hasta un total del 
setenta por ciento (70 %) y del treinta por cien-
to (30 %), respectivamente, del valor bruto de 
producción;

b) Disminuir o elevar el margen de preferencia 
referido en el artículo 2º de la presente ley en 
hasta diez (10) puntos porcentuales;

c) Establecer una reserva de mercado para em-
presas locales que califiquen como micro, 
pequeñas y medianas empresas (MiPyMEs), 
conforme lo dispuesto por la ley 27.264, sus 
modificatorias y complementarias, y ofrezcan 
bienes de origen nacional, en las contratacio-
nes para la adquisición, locación o leasing de 
bienes por montos mayores a mil módulos 
(1000 M), según establezca la reglamentación. 
Se entiende por reserva de mercado en los 
términos de la presente ley a la obligación de 
reservar exclusivamente para dichas empresas 
cierto porcentaje de las adjudicaciones, en la 
medida de que exista capacidad de provisión 
local de los bienes objeto de contratación, de 
conformidad a los criterios que se establezcan 
en la normas reglamentarias y complementa-
rias que se dicten al efecto;

d)  Elevar o disminuir el porcentaje referido en el 
artículo 11 de la presente ley hasta un total del 
treinta por ciento (30 %) y del diez por ciento 
(10 %), respectivamente.

Serán considerados bienes estratégicos en los térmi-
nos de la presente ley a aquellos que se traten de produc-
tos innovadores, o que tengan potencial para promover 
empleos de calidad, mejoras de la balanza comercial, o 
generar impactos signifi-cativos sobre una determinada 
cadena de valor, según los parámetros y en los términos 
que, al respecto, establezca la autoridad de aplicación. 
En todos los casos, la autoridad de aplicación deberá 
elaborar un informe técnico que sustente las modifi-

Capítulo VII
Autoridad de aplicación

Art. 15. – La autoridad de aplicación de la presente 
ley será designada por el poder ejecutivo nacional y 
tendrá las siguientes facultades y atribuciones:

a) Verificar el cumplimiento de las obligaciones 
de la presente ley;

b) Emitir los certificados de verificación previs-
tos en el artículo 7º de la presente ley;

c) Aprobar los proyectos de pliegos de bases y 
condiciones particulares, de conformidad con 
el artículo 9º de la presente ley;

d) Verificar la inclusión de los acuerdos de coo-
peración productiva aludidos en el artículo 11 
de la presente ley, en el proyecto de pliego de 
bases y condiciones particulares, proponiendo 
modificaciones cuando lo considere pertinen-
te, así como el efectivo cumplimiento de di-
chos acuerdos;

e) Colaborar con el organismo contratante para el 
diseño y la implementación de los acuerdos de 
cooperación productiva referidos en el artículo 
10 de la presente ley;

f) Requerir a los sujetos alcanzados en el artícu-
lo 11 de la presente ley información relativa 
a la adquisición, locación o leasing de bienes, 
así como toda otra información que considere 
pertinente en el marco de lo dispuesto por la 
presente ley;

g) Realizar informes técnicos respecto de la ca-
pacidad de provisión de bienes y servicios de 
origen local en las operaciones de adquisicio-
nes y contrataciones alcanzadas por esta ley;

h) Solicitar opiniones e informes a personas o 
entidades privadas sobre las capacidades pro-
ductivas locales;

i) Coordinar y articular la implementación de la 
presente ley con los sujetos alcanzados;

j) Realizar sugerencias respecto de los niveles de 
integración y márgenes de preferencia adecua-
dos a los distintos sectores productivos y sus 
necesidades de modificación.

Art. 16. – A los fines de garantizar el acceso opor-
tuno a la información sobre los procesos de contra-
tación alcanzados por la presente ley, los sujetos 
comprendidos en el artículo 1º deberán remitir a la 
autoridad de aplicación la planificación anual de las 
contrataciones que estimen realizar. Quedan excep-
tuados de tal remisión y de los procedimientos que 
se dicten sobre el particular en la reglamentación los 
sujetos obligados a presentar el plan anual de contra-
taciones ante la Oficina Nacional de Contrataciones 
de la Secretaría de Innovación Pública de la Jefa-
tura de Gabinete de Ministros. La reglamentación 
establecerá la forma y procedimientos para que las 
citadas jurisdicciones públicas, con los debidos re-
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contrato, en cuyo marco se verificare el in-
cumplimiento. Dicha multa podrá reducirse 
hasta en un cincuenta por ciento (50 %) si la 
sancionada rectificare su falta dando cumpli-
miento inmediato al presente régimen,

c) Suspensión para resultar adjudicatario de futu-
ros contratos, concesiones, permisos o licen-
cias, por un plazo de tres (3) a diez (10) años.

El acto administrativo que aplique dicha sanción 
será comunicado al Sistema de Información de Pro-
veedores (SIPRO) que administra la Oficina Nacional 
de Contrataciones de la Secretaría de Innovación Pú-
blica de la Jefatura de Gabinete de Ministros y/o a los 
registros correspondientes.

Art. 21. – La sanción que se imponga ante la ve-
rificación de una infracción se graduará teniendo en 
cuenta la gravedad de la misma, los antecedentes del 
infractor, la capacidad económica del infractor y el 
grado de afectación al interés público.

Art. 22. – Cuando el oferente que hubiere resultado 
adjudicatario en un procedimiento de selección por la 
aplicación de la preferencia establecida en la presente 
ley no cumpla con las condiciones de la contrata-ción 
o con los porcentajes de integración nacional declara-
dos en los bienes ofrecidos, deberá reintegrar la suma 
equivalente a la preferencia obtenida, consistente en la 
diferencia del porcentual mediante el cual obtuviera la 
adjudicación del contrato, sin perjuicio de las demás 
sanciones que le pudieran corresponder.

Art. 23. – Cualquier persona que alegue un dere-
cho subjetivo, un interés legítimo, un interés difuso o 
un derecho colectivo podrá recurrir los actos que re-
puten violatorios de lo establecido en la presente ley, 
dentro de los diez (10) días hábiles administrativos 
contados desde que tomaron o hubiesen podido tomar 
conocimiento del acto presuntamente lesivo. El recur-
so se presentará ante la autoridad contratante, quien 
podrá hacer lugar a lo peticionado o, en su defecto, 
deberá remitirlo juntamente con todas las actuaciones 
correspondientes dentro de los cinco (5) días hábiles 
administrativos contados desde su interposición, cual-
quiera fuere su jerarquía dentro de la administración 
pública o su naturaleza jurídica, a la autoridad de apli-
cación que será el órgano competente para su sustan-
ciación y resolución, y que deberá expedirse dentro de 
los treinta (30) días hábiles administrativos desde su 
recepción. La resolución de la autoridad de aplicación 
agotará la vía administrativa.

Art. 24. – El o la que por informes falsos o reti-
centes, declaraciones incorrectas, documentación fra-
guada, maquinaciones de toda clase o cualquier otra 
forma de engaño, obtuviere indebidamente o hiciere 
obtener a otro u otra, o de cualquier modo, aún sin áni-
mo de lucro, facilitare a alguien la obtención indebida 
de los beneficios establecidos en la presente ley o en 
las normas concordantes que dicten las provincias y/o 
el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
incurrirá en la sanción establecida en el artículo 172 

caciones propuestas en los términos del presente artí-
culo. Asimismo, deberá justificar que la modificación 
propuesta resulta favorable a la mayor posibilidad de 
participación de la producción nacional, según los cri-
terios que establezca la reglamentación. Los informes 
técnicos previstos en este artículo deberán ser enviados 
a la Comisión Bicameral referida en el artículo 18 de 
la presente ley y dados a publicidad, conforme lo es-
tablezca la reglamentación. La autoridad de aplicación 
no podrá reducir los márgenes de preferencia aplicados 
a micro, pequeñas y medianas empresas (MiPyMEs), 
según la ley 27.264 y sus modificatorias, por el término 
de tres (3) años desde la vigencia de la presente ley.

Capítulo VIII
Comisión Bicameral de Seguimiento Legislativo

Art. 18. – Incorpórese a la Comisión Bicameral de 
Seguimiento de Contratos de Participación Público 
Privada, creada por el artículo 30 de la ley 27.328, la 
función de verificar el cumplimiento de las obligacio-
nes y requisitos de la presente ley por parte de los su-
jetos obligados, en particular la efectiva participación 
de la producción nacional. A los efectos de cumpli-
mentar su cometido, la Comisión Bicameral:

a) Recibirá por parte de la autoridad de aplica-
ción toda información y documentación que 
estime pertinente;

b) Convocará al o a la titular de la autoridad de apli-
cación, con periodicidad semestral, a los efectos 
de brindar un informe fundado sobre el cumpli-
miento de los preceptos de la presente ley;

c) Solicitará el asesoramiento técnico que crea 
conveniente por parte de las asociaciones de 
empresarios industriales;

d) Pondrá en conocimiento a la autoridad de apli-
cación y a sus respectivos cuerpos las obser-
vaciones, propuestas y recomendaciones que 
estime pertinentes.

Capítulo IX
Sanciones y recursos

Art. 19. – En caso de configurarse el incumplimien-
to de las obligaciones establecidas en la presente ley y 
su reglamentación por parte de las entidades compren-
didas en el artículo 1º, incisos a), d) y e) de la presen-
te, la autoridad de aplicación notificará a las autorida-
des de dichas entidades, a la Sindicatura General de la 
Nación y a la Auditoría General de la Nación.

Art. 20. – En caso de configurarse el incumplimien-
to de las obligaciones establecidas en la presente ley y 
su reglamentación por parte de las personas compren-
didas en el artículo 1º, incisos b) y c) de la presente, 
podrán aplicarse las siguientes sanciones:

a) Apercibimiento;
b) Multa de entre el cinco por ciento (5 %) y el 

cincuenta por ciento (50 %) del monto del 
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acciones y proyecciones conjuntas relacionadas a 
los mismos.

Capítulo XI
Presentación y acceso a información

Art. 27. – La Oficina Nacional de Contrataciones 
de la Secretaría de Innovación Pública de la Jefatura 
de Gabinete de Ministros y la autoridad de aplica-
ción arbitrarán los medios necesarios para coordinar 
acciones y celebrar acuerdos de cooperación que 
permitan el intercambio de información relevante en 
procura de la consecución de los objetivos previstos 
en la presen-te ley, incluyendo la relativa a los planes 
anuales de contratación para las entidades alcanza-
das por el artículo 8º de la ley 24.156 y sus modifica-
torias, así como las previsiones correspondientes a la 
sistematización y resguardo de la misma. 

Art. 28. – Créase el Observatorio de Compre Argen-
tino en el ámbito de la autoridad de aplicación de la 
presente ley, que tendrá por objeto el monitoreo, releva-
miento, sistematización y seguimiento de la participa-
ción de la oferta de bienes de origen nacional, y hará hin-
capié en la participación de la industria nacional y de las 
micro, pequeñas y medianas empresas (MiPyMEs) en 
las compras públicas. Dicho Observatorio realizará in-
formes periódicos, asegurará los medios necesarios para 
hacer pública dicha información y funcionará de acuerdo 
a lo que establezca la reglamentación. El Observatorio 
de Compre Argentino será presidido por la autoridad de 
aplicación, promoverá la suscripción de acuerdos de co-
laboración con instituciones educativas, cámaras empre-
sarias, organizaciones públicas y/o privadas nacionales 
y/o internacionales, vinculadas a los distintos aspectos de 
la presente ley e incentivará la cooperación y colabora-
ción interadministrativa públicoprivada. Sus integrantes 
participarán ad honórem.

Art. 29. – La autoridad de aplicación podrá con-
formar mesas de compre argentino que funcionarán 
como un espacio de participación público-privada 
entre los sujetos alcanzados por la presente ley, po-
tenciales oferentes y entidades públicas y/o privadas, 
destinado a la formulación y análisis de las propuestas 
relativas a los diferentes aspectos de la participación 
de la industria nacional en las compras públicas, con 
el objetivo de promover la anticipación de las futuras 
contrataciones y el desarrollo y participación de pro-
veedores nacionales.

TÍTULO II

Fondo Fiduciario Público  
para el Compre Argentino

Capítulo I
Fondo Fiduciario Público para el Compre Argentino

Art. 30. – Creación. Créase el Fondo Fiduciario Pú-
blico denominado Fondo Fiduciario para el Compre Ar-
gentino, en adelante FoCAr, que se conformará como 

del Código Penal, si no resultare otro delito más seve-
ramente penado.

Capítulo X
Desarrollo de proveedores

Art. 25. – Créase el Programa Nacional de Desa-
rrollo de Proveedores en el ámbito de la Secretaría de 
Industria, Economía del Conocimiento y Gestión Co-
mercial Externa del Ministerio de Desarrollo Produc-
tivo, cuyo objetivo principal será desarrollar provee-
dores nacionales en sectores estratégicos, con el fin 
de contribuir al impulso de la industria, la diversifica-
ción de la matriz productiva nacional y la promoción 
de la competitividad y la transformación productiva. 
Para la consecución de sus objetivos, el Programa 
Nacional de Desarrollo de Proveedores favorecerá la 
articulación entre la oferta de productos y servicios, 
existentes y potenciales, con la demanda del sector 
público nacional y personas jurídicas operadoras de 
sectores estratégicos demandantes de dichos bienes, 
con el propósito de canalizar demandas y desarrollar 
proveedores capaces de aprovisionarlas. El Programa 
Nacional de Desarrollo de Proveedores identificará las 
oportunidades para los proveedores locales a través 
del relevamiento de la oferta existente o de la factibili-
dad técnica de abastecimiento local de esos productos 
y/o servicios con la asistencia de herramientas técnica 
y financieras para favorecer la mejora de los provee-
dores nacionales.

Art. 26. – Los sujetos comprendidos en la ley 
26.741 deberán implementar un Plan de Desarro-
llo de Proveedores Nacionales cuyo objetivo será 
la ampliación de la participación de los proveedo-
res locales en la cadena de suministros. A tal fin, 
deberán implementar mecanismos que propicien la 
mejora de la productividad y calidad de los mismos 
(competitividad de la oferta), e identificar y articu-
lar oportunidades para una mayor participación de 
la oferta nacional en la cadena de abastecimiento. 
El Plan de Desarrollo de Proveedores Nacionales 
deberá contener la información relativa a las com-
pras previstas, identificar objetivos y metas cuanti-
ficables para promover el incremento del contenido 
nacional de sus contrataciones y las acciones nece-
sarias para llevarlo a cabo. Asimismo, deberá conte-
ner los plazos de ejecución y objetivos a alcanzar en 
dicho plan. Los Planes de Desarrollo de Proveedo-
res Nacionales deberán contar con la conformidad 
de la autoridad de aplicación, conforme lo establez-
ca la reglamentación. Estos planes deberán tener 
una duración de hasta tres (3) años, sin perjuicio de 
su seguimiento anual. La autoridad de aplicación y 
los sujetos comprendidos en la ley 26.741 arbitra-
rán los medios necesarios que resulten conducentes 
para la implementación de los planes de Desarrollo 
de Proveedores Nacionales previstos precedente-
mente, y podrán al efecto y de conformidad a las 
precisiones que establezca la reglamentación, sus-
cribir acuerdos de cooperación que contengan las 
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5. Los ingresos generados por el financiamiento 
de otros instrumentos financieros;

6. El producido de sus operaciones, la renta, fru-
tos e inversión de los bienes fideicomitidos;

7. Los ingresos obtenidos por emisión de valores 
representativos de deuda que emita el fiducia-
rio en los términos establecidos en el contrato 
y/o prospecto respectivo;

8. Otros ingresos, aportes, contribuciones, sub-
sidios, legados o donaciones específicamente 
destinados al FoCAr.

Facúltase al jefe de Gabinete de Ministros para dis-
poner las adecuaciones presupuestarias pertinentes, a 
través de la reasignación de partidas del presupuesto 
nacional, a los efectos de poner en ejecución lo dis-
puesto por la presente.

Art. 37. – Instrumentos de aplicación de los recur-
sos del fondo. Se emplearán los siguientes instru-men-
tos para la ejecución de los recursos del fondo:

a) Préstamos: otorgará créditos para capital de 
trabajo. Las condiciones financieras podrán 
diferir dependiendo del destino de los fondos 
y de las características de los destinatarios;

b) Bonificación de tasas de interés: podrá boni-
ficar puntos porcentuales de la tasa de interés 
de créditos otorgados por entidades financie-
ras para capital de trabajo. El riesgo de crédi-
to será asumido por dichas entidades, las que 
estarán a cargo de la evaluación de riesgo cre-
diticio. No obstante ello, para el otorgamiento 
del beneficio se deberá contar con la aproba-
ción de la elegibilidad previa del proyecto por 
parte del Comité Ejecutivo;

c) Garantías: otorgar garantías con el fin de me-
jorar las condiciones de acceso al crédito;

d) Descuentos: realizar el descuento de docu-
mentos, facturas u otros títulos de valor;

e) Otros instrumentos: podrán emplearse otros 
instrumentos de financiamiento a determinar 
por la autoridad de aplicación, siempre y cuan-
do permitan financiar proyectos con los desti-
nos previstos en el presente capítulo.

Art. 38. – Tratamiento impositivo. Tanto el FoCAr 
como el Fiduciario, en sus operaciones relativas al 
FoCAr, estarán eximidos de todos los impuestos, tasas 
y contribuciones nacionales existentes. Esta exención 
contempla los impuestos de las leyes 20.628, 25.063, 
25.413 y otros impuestos internos que pudieran 
corresponder.

Art. 39. – Autoridad de aplicación del FoCAr. La 
autoridad de aplicación del FoCAr será la Autoridad 
de Aplicación de la presente ley, y estará facultada 
para dictar las normas complementarias y aclaratorias 
que resulten pertinentes y aplicar las sanciones que 
correspondan. Autorízase a la autoridad de aplicación 

un fideicomiso de administración y financiero con los 
alcances y limitaciones establecidos en la presente ley 
y su reglamentación. Supletoriamente, se aplicarán las 
normas del Código Civil y Comercial de la Nación.

Art. 31. – Objeto. El FoCAr tendrá por objeto la 
aplicación de los bienes fideicomitidos al otorgamien-
to de préstamos y/o bonificación de tasas, descuento de 
documentos, otorgamiento de garantías y/o cualquier 
otro mecanismo o instrumento financiero destinado a 
facilitar y/o generar mejores condiciones financieras 
para los potenciales oferentes de acceso a las compras 
públicas realizadas por las entidades comprendidas en 
el inciso a) del artículo 1º de la presente ley, por parte 
de fabricantes de bienes industriales producidos en el 
país, conforme lo establezca la Autoridad de Aplica-
ción junto a las formas y condiciones de acceso a las 
herramientas financieras a ser otorgadas en el marco 
del FoCAr.

Art. 32. – Autoridades. El Estado nacional, a tra-
vés del Ministerio de Desarrollo Productivo, será fi-
duciante y fideicomisario del FoCAr y la entidad pú-
blica, entidad bancaria pública o sociedad controlada 
por cualquiera de estas que designe la autoridad de 
aplicación será fiduciario.

Art. 33. – Duración. El plazo de duración del Fo-
CAr será hasta el 31 de diciembre de 2040. No obs-
tante ello, el fiduciario conservará los recursos sufi-
cientes para atender los compromisos pendientes, 
reales o contingentes, que haya asumido el fondo has-
ta la fecha de extinción de esas obligaciones. Facúlta-
se al Poder Ejecutivo nacional a extender la vigencia 
del FoCAr por períodos adicionales de cinco (5) años 
por hasta dos (2) períodos consecutivos.

Art. 34. – Beneficiarios. Serán beneficiarias las per-
sonas humanas y jurídicas radicadas en la República 
Argentina que sean potenciales oferentes de bienes fa-
bricados localmente en el marco de las contrataciones 
públicas de las entidades del inciso a) del artículo 1º 
de la presente ley. 

Art. 35. – Comité Ejecutivo. La dirección del fondo 
estará a cargo de un Comité Ejecutivo cuya composi-
ción, funciones y atribuciones serán definidas en la re-
glamentación. La presidencia del mismo estará a cargo 
de la autoridad de aplicación de la presente ley.

Art. 36. – Recursos del fondo. El FoCAr contará 
con un patrimonio constituido por los siguientes bie-
nes:

1. Los recursos provenientes del Tesoro Nacional 
que le asigne el Estado nacional;

2. El recupero del capital e intereses provenien-
tes de los préstamos otorgados;

3. Los ingresos obtenidos por la aplicación de 
las multas comprendidas en el artículo 20 de 
la presente ley y normativa reglamentaria y 
complementaria;

4. El recupero de las garantías honradas;
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a delegar funciones en una dependencia de rango no 
menor a subsecretaría.

Art. 40. – Contrato. Facúltase al Ministerio de De-
sarrollo Productivo a aprobar el Contrato de Fideico-
miso y a su correspondiente suscripción, por sí o por 
quien este designe en su reemplazo.

TÍTULO III

Compras públicas para la innovación

Capítulo I
Compras para la innovación y promoción  

de la investigación, desarrollo e innovación

Art. 41. – Créase el Programa Nacional de Compras 
Públicas para la Innovación, el cual tendrá por objeto 
promover la incorporación gradual de desarrollos y 
soluciones innovadoras en las adquisiciones que rea-
licen los sujetos alcanzados por la presente ley, con el 
fin de modernizar y mejorar la calidad de los bienes y 
servicios prestados por el Estado nacional y responder 
a las nuevas demandas de la sociedad.

Art. 42. – Definición. Serán consideradas “compras 
públicas para la innovación” aquellas adquisiciones 
de bienes y/o servicios que cumplan con al menos 
uno de los siguientes aspectos, conforme el alcance 
y precisiones que al efecto se establezcan en las nor-
mas reglamentarias y complementarias que se dicten 
al efecto:

a) Compras de resultados parciales de procesos 
de investigación, desarrollo tecnológico e in-
novación; 

b) Compras de resultados finales de procesos de 
investigación, desarrollo tecnológico e inno-
vación que todavía no hayan sido comerciali-
zados a gran escala.

Art. 43. – Unidad ejecutora. La Agencia Nacional 
de Promoción de la Investigación, el Desarrollo Tec-
nológico y la Innovación, organismo descentralizado 
en la órbita del Ministerio de Ciencia, Tecnología e 
Innovación, será la Unidad Ejecutora del Programa 
Nacional de Compras Públicas para la Innovación y 
podrá:

a) Promover las compras innovadoras por parte 
del sector público, como mecanismo destinado 
a impulsar la innovación en la matriz produc-
tiva nacional;

b) Ofrecer formación a las áreas de compras de los 
sujetos alcanzados por el presente programa;

c) Asistir en la elaboración de especificaciones 
funcionales y requerimientos técnicos;

d) En caso de ser requerido, respecto de las ofer-
tas recibidas, verificar el cumplimiento de 
especificaciones funcionales y características 
técnicas;

e) Ofrecer financiamiento y otros instrumentos 
de promoción para facilitar el desarrollo de 

soluciones requeridas en el marco del presente 
programa;

f) Realizar informes sobre el nivel de evolución 
e impacto del presente programa;

g) Pronunciarse a requerimiento de los organis-
mos contratantes sobre si existen méritos 
suficientes para realizar la contratación en el 
marco del presente capítulo;

h) Intervenir en la etapa de observaciones a los 
proyectos de pliegos que se realicen en este 
tipo de procedimientos;

i) Intervenir en la elaboración de los pliegos de 
bases y condiciones particulares relacionados 
a contrataciones que pudieran realizarse en el 
marco del presente capítulo;

j) Intervenir en la evaluación de las ofertas rela-
cionadas a contrataciones que pudieran reali-
zarse en el marco del presente capítulo.

Art. 44. – La unidad ejecutora establecerá dentro 
del primer año de vigencia del programa un plan que 
incluirá metas al 31 de diciembre de 2030, las cuales 
se alcanzarán de forma gradual e incremental, para 
que un conjunto significativo de las adquisiciones de 
bienes y servicios realizadas por el sector público se 
vinculen con el Programa Nacional de Compras Pú-
blicas para la Innovación. Asimismo, los sujetos vin-
culados al programa presentarán anualmente, en los 
primeros ciento ochenta (180) días corridos del año, 
ante la unidad ejecutora, un informe que incluya los 
avances en el desarrollo de las compras encuadradas 
en el programa como las realizadas durante el año ca-
lendario anterior.

TÍTULO IV

Disposiciones finales

Capítulo I

Disposiciones generales

Art. 45. – Invítase a las provincias, municipios y a 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir al régi-
men de la presente ley con el fin de ampliar el alcance 
del mismo a una escala federal. Los bienes producidos 
en las provincias que adhieran al régimen en todos sus 
términos tendrán, en los primeros tres (3) años desde 
su entrada en vigencia, una preferencia adicional del 
uno por ciento (1 %) con respecto a la preferencia es-
tablecida en el artículo 2º de la presente ley.

Art. 46. – Derógase la ley 27.437. En todas aque-
llas normas en que se haga referencia a la aplicación 
de las leyes 25.551 y 27.437, así como al Régimen 
de Compras del Estado nacional y Concesionarios de 
servicios públicos “Compre Trabajo Argentino” y a 
los regímenes de “Compre Argentino, Compre Nacio-
nal y Contrate Nacional”, se aplicará en lo sucesivo la 
presente ley. Mantiénese la vigencia de la ley 18.875, 
en todo aquello que no se oponga a la presente ley.
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Art. 47. – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Sala de las comisiones, 24 de mayo de 2022.

Marcelo P. Casaretto.* – Carlos S. 
Heller. – Carolina Yutrovic. – Sergio 
O. Palazzo. – Victoria Tolosa Paz. – 
Rosana A. Bertone. – Daniel A. Brue. 
– Pamela Calletti. – Guillermo O. 
Carnaghi. – Sergio G. Casas. – María L. 
Chomiak. – Emiliano Estrada. – Carlos 
A. Fernández. – Eduardo Fernández.* – 
Silvana M. Ginocchio. – José L. Gioja. 
– Gustavo González. – Itai Hagman. 
– Rogelio Iparraguirre.* – Susana G. 
Landriscini.* – Mario Leito. – Germán P. 
Martínez. – Roberto Mirabella. – Blanca 
I. Osuna. – María G. Parola. – Gabriela 
Pedrali. – Juan M. Pedrini.* – Hernán 
Pérez Araujo. – Eber A. Pérez Plaza. – 
Carlos Y. Ponce.* – Jorge A. Romero. 
– Leandro Santoro. – Eduardo Toniolli. 
– Lucio Yapor.

INFORME

Honorable Cámara:
Las comisiones de Industria y de Presupuesto y 

Hacienda al considerar el mensaje 144/21 y proyec-
to de ley del Poder Ejecutivo sobre “Compre Argen-
tino y Desarrollo de Proveedores. Compras para la 
Innovación”; y al tener a la vista el proyecto de ley 
de la señora diputada Aparicio y otras/o señoras/or 
diputadas/o (2.709-D.-2021), luego de su análisis re-
suelven despacharlo favorablemente con las modifica-
ciones propuestas en el dictamen que antecede.

Marcelo P. Casaretto.

II

Dictamen de minoría

Honorable Cámara:
Las comisiones de Industria y de Presupuesto y 

Hacienda han considerado el mensaje 144/21 y pro-
yecto de ley del Poder Ejecutivo sobre “Compre Ar-
gentino y Desarrollo de Proveedores. Compras para 
la Innovación”, y han tenido a la vista el proyecto de 
ley de la señora diputada Aparicio y otras/o señoras/
or diputadas/o (2.709-D.-2021); y, por las razones ex-
puestas en el informe que se acompaña y las que dará 
el miembro informante, aconsejan su rechazo.

Sala de las comisiones, 24 de mayo de 2022.

José C. Nuñez.* – Luciano A. Laspina. – 
Soher El Sukaria.* – Víctor H. Romero. 
– Paula Oliveto Lago. – Federico 
Angelini. – Lidia I. Ascarate. – Karina E. 

* Integra dos (2) comisiones.

Bachey. – Miguel Á. Bazze.* – Ricardo 
Buryaile.* – Alejandro Cacace. – Laura 
C. Castets. – Pablo Cervi. – Germana 
Figueroa Casas.* – Federico Frigerio. – 
Rogelio Frigerio. – Pedro J. Galimberti. 
– Gustavo R. Hein. – Juan M. López. – 
Juan Martín. – Gerardo Milman. – Mario 
R. Negri. – Lisandro Nieri.* – Graciela 
Ocaña. – Jorge “Colo” Rizzotti. – 
Laura Rodríguez Machado.* – Héctor 
A. Stefani. – Martín A. Tetaz. – Pablo 
Torello.***

INFORME

Honorable Cámara:
Las comisiones de Industria y de Presupuesto y Ha-

cienda han considerado el proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo sobre “Compre Argentino y Desarrollo de 
Proveedores. Compras para la Innovación”, y han te-
nido a la vista el proyecto de ley de la señora diputada 
Aparicio y otras/o señoras/or diputadas/o (2.709-D.-
2021); y, por las razones expuestas durante el debate 
en comisión y las que dará el miembro informante, 
aconsejan su rechazo.

José Carlos Nuñez.

ANTECEDENTE

Mensaje del Poder Ejecutivo

Buenos Aires, 23 de diciembre de 2021.

Al Honorable Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a su honorabili-
dad con el objeto de someter a su consideración un 
proyecto de ley que tiene por objeto promover la 
mayor participación de la producción nacional en 
las compras públicas y estimular procesos de in-
novación y de generación de agregado de valor en 
sectores estratégicos.

Las compras públicas constituyen uno de los ins-
trumentos de política de desarrollo productivo y 
científico-tecnológico más importantes en los paí-
ses desarrollados, que utilizan el poder de compra e 
inversión de los Estados nacionales con la finalidad 
de ampliar el impacto del desarrollo de proveedores 
locales en su cadena de suministros en sectores es-
tratégicos (competitividad de la oferta), y así mejo-
rar la eficiencia de costos y eficacia de las compras 
públicas (competitividad de la demanda).

En este sentido, la potencia y eficacia de los regí-
menes de compras públicas se fundamenta en la ne-
cesidad de garantizar el aprovisionamiento de bie-
nes y servicios dentro de las exigencias de calidad 
y costos indispensables para el proceso de creci-
miento, la transparencia en los procesos de compra 

* Integra dos (2) comisiones.
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y el posicionamiento de las empresas nacionales en 
sectores estratégicos con alto valor agregado e in-
novación.

El análisis comparado de la legislación interna-
cional en la materia demuestra que los regímenes 
de compras públicas no solamente promueven la 
igualdad de acceso de la producción nacional y el 
incremento de la participación de oferentes con 
capacidades locales en las compras públicas, sino 
que también promueven la atracción y radicación 
de inversiones, la transferencia de tecnologías de 
proveedores extranjeros hacia el sector productivo 
local y el estímulo de una mayor participación de 
micro, pequeñas y medianas empresas (en adelante 
“Mipymes”) nacionales en las cadenas globales de 
valor.

Respecto a los antecedentes de las normas sobre 
el impacto del poder de compra del sector públi-
co existe un amplio plexo normativo de dificultosa 
hermenéutica, entre los que encontramos el decre-
to-ley 5.340 del 1º de julio de 1963, de “Compre 
Nacional”, ampliado en 1970 a las contrataciones 
de obras y servicios de consultoría a través de la 
ley 18.875 y la ley 25.551 por la que se instituyó el 
Régimen de Compras del Estado Nacional y Con-
cesionarios de Servicios Públicos “Compre Trabajo 
Argentino”, la cual fue abrogada junto con el citado 
decreto-ley por el artículo 27 de la Ley de Compre 
Argentino y Desarrollo de Proveedores, 27.437.

El presente proyecto de ley tiene por objetivo 
generar una “nueva institucionalidad” que estimule 
la promoción sistémica y activa de la producción 
nacional y, paralelamente, promueva inversiones y 
transferencia tecnológica hacia los sectores de la 
economía nacional con mayores capacidades tecno-
lógicas y productivas.

Durante la experiencia acumulada por la aplica-
ción del actual Régimen de Compre Argentino y 
Desarrollo de Proveedores se relevaron distintos 
obstáculos de implementación y, por sobre todo, en 
cuanto a su efectividad a la hora de lograr los ob-
jetivos planteados: falta de alcance sobre contrata-
ciones realizadas con fondos propios del Estado na-
cional y con elevado poder de compra, dificultades 
para garantizar los principios de equidad y accesi-
bilidad a la industria local en las compras públicas, 
dificultades para garantizar el cumplimiento de la 
ley, debilidad de los instrumentos de promoción de 
la participación de la producción local, falta de he-
rramientas para la promoción de sectores estratégi-
cos y falta de incentivos a las compras y desarrollo 
de productos innovadores.

Teniendo en cuenta estas limitaciones deviene 
necesario la reforma de la norma actual por una ley 
que propicie un entorno normativo más favorable 
para promover la mayor participación de la produc-
ción nacional en las compras públicas, así como 
también estimular y regular el rol de las compras 

públicas en la innovación y en el agregado de valor 
en sectores estratégicos.

En función de lo señalado, el proyecto de ley que 
se somete a consideración es una síntesis equilibra-
da de las necesidades y posibilidades en relación 
con tres (3) campos de acción. En primer lugar, la 
coherencia del alcance de la norma; en segundo lu-
gar, la articulación con los actores más relevantes 
que forman parte del marco institucional del régi-
men de compras públicas y, finalmente, en tercer 
lugar, la eficacia de los instrumentos de promoción 
de la participación de la producción nacional y de 
estímulo de procesos de innovación y de generación 
de agregado de valor en sectores estratégicos.

I

1. Establece un nuevo criterio de alcance de la ley 
y de actuación de la autoridad de aplicación que pon-
dera las contrataciones públicas que se efectúen con 
un grado significativo de fondos propios del Estado 
nacional.

El régimen propuesto contempla a las contratacio-
nes del Instituto Nacional de Servicios Sociales para 
Jubilados y Pensionados (INSSJP), las cuales se ca-
racterizan por un marcado poder de compra financia-
do por el Tesoro nacional y con un alto impacto en el 
tejido productivo industrial local.

II

2. Genera un espacio institucional de articulación 
y colaboración entre la Oficina Nacional de Contra-
taciones, como órgano rector del régimen que centra-
liza las políticas y normas de compras y contratacio-
nes de la administración nacional, y la autoridad de 
aplicación del presente proyecto de ley. Asimismo, la 
creación del Observatorio de Compre Argentino tiene 
por finalidad sistematizar el seguimiento, monitoreo 
y verificación del cumplimiento de las obligaciones 
de la precitada normativa, así como también plani-
ficar la promoción de la provisión local en sectores 
estratégicos de la matriz productiva nacional. En esta 
dirección, y en el marco de la debida cooperación in-
teradministrativa, se contempla coordinar acciones 
de modo tal de adecuar y consolidar la información 
solicitada en los Planes Anuales de Contratación para 
las entidades alcanzadas por el artículo 8º de la ley 
24.156 y sus modificatorias, con el fin de colaborar 
en el seguimiento y control del cumplimiento de la 
presente ley.

El objetivo de estos cambios es contribuir a la eva-
luación de impacto del régimen y promover la mejora 
continua del marco normativo de las compras públi-
cas, sus herramientas y procedimientos.

3. Contempla, para el caso de los sujetos com-
prendidos en la ley 26.741, el fortalecimiento de la 
obligación de implementar un plan de desarrollo de 
proveedores nacionales con objetivos, metas cuanti-
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ficables y plazos de ejecución con el fin de otorgar un 
marco de previsibilidad y estabilidad que promuevan 
el incremento de contenido nacional. En este senti-
do, establece un horizonte temporal de hasta tres 
(3) años, correspondiendo también a la autoridad de 
aplicación del presente proyecto de ley la aprobación 
de dichos planes. La finalidad de esta adecuación de 
la norma es la articulación normativa y político-ins-
titucional entre los planes de compra y los planes de 
desarrollo industrial-tecnológico. En esta dirección, 
se fortalece el rol de la autoridad de aplicación con 
determinadas empresas públicas o empresas donde el 
Estado nacional tenga el control mayoritario del pa-
trimonio, que participan en mercados competitivos, 
en lo relativo a la colaboración estrecha y permanen-
te con las unidades de compra, las áreas técnicas y 
jurídicas de las empresas, y se posibilita la genera-
ción de información sobre las capacidades locales de 
producción, la posibilidad de promocionar de forma 
activa la participación de la industria nacional y an-
ticipar de forma planificada las contrataciones rele-
vantes que efectúa el Estado nacional que permiten 
fortalecer el entramado productivo.

El cambio de denominación de esta herramienta 
de “programa” a “plan” radica en expresar la com-
plejidad subyacente al proceso de compras públicas 
–político, económico y social– que es objeto de la 
política de compras públicas.1*

III

4. Fortalece los márgenes de preferencias con el 
objeto de promover una mayor participación del 
sector productivo nacional, en general, y de las Mi-
pymes, en particular, en las compras públicas, siendo 
estas últimas las que encuentran numerosos obstácu-
los para acceder a las contrataciones públicas.

En lo relativo a los márgenes de preferencia, 
y considerando que “los beneficios de hoy son las 
inversiones de mañana y los empleos de pasado 
mañana”,2**se elevan los márgenes de preferencia a 
un veinte por ciento (20 %) para mipymes y a un 
quince por ciento (15 %) para el resto de las empre-
sas, y se eleva de veinte mil módulos (20.000 M) a 
cuarenta mil módulos (40.000 M) el valor de las con-
trataciones en las que las Mipymes pueden mejorar 
su oferta para acceder a las contrataciones.

En el mismo sentido, se elevan los márgenes de 
preferencias otorgadas de un uno por ciento (1 %) 
a un uno coma cinco por ciento (1,5 %) cada cinco 

1. La terminología anglosajona de programa “designa, en 
principio, a un conjunto de acciones más limitado y, sobre todo, 
definido más precisamente en sus medios y objetivos operacio-
nales” (Bernard Perret, 1993).

2. “Teorema” atribuido al canciller de Alemania Occidental 
Helmud Schmidt haciendo referencia a que la mejora del em-
pleo se concibe como resultante de la realización de encadena-
mientos virtuosos (Norbet Holclabt, 1998).

(5) puntos porcentuales de integración local –con un 
máximo de hasta doce por ciento (12 %)– en aquellas 
compras públicas donde solo compiten bienes de ori-
gen no nacional con integración local, a los efectos 
de impulsar un mayor contenido local, la producción 
nacional y mejorar, de esta forma, las capacidades 
tecnológicas y productivas de la matriz productiva 
nacional.

Asimismo, se establece un margen adicional del 
tres por ciento (3 %) para aquellas empresas que 
cuenten con una composición mayoritaria de muje-
res o también por otras identidades no binarias en su 
participación accionaria o capital social y/o en los 
puestos de trabajo de toma de decisiones, como así 
también en lo que se refiere a su participación en el 
plantel general de las mismas, con el fin de favorecer 
la igualdad de acceso al mercado laboral y contribuir 
a la reducción de brechas de género en lo relativo 
a diferencias salariales y/o situaciones de segmenta-
ción horizontal y vertical.

Por último, se facilita la aplicación de los instru-
mentos de incentivo a la provisión local.

5. Reforma y consolida un instrumento que per-
mita impulsar la provisión local de bienes estraté-
gicos con la finalidad de fortalecer y promover la 
participación de proveedores nacionales en sectores 
claves para la economía nacional desde su capacidad 
productiva, innovadora y exportadora, a través de la 
incorporación de la posibilidad de elevar o disminuir 
hasta diez (10) puntos porcentuales los márgenes de 
preferencias y establecer reservas de mercado espe-
cíficas para la industria local. En esta dirección, se 
extiende el alcance de estas herramientas a los su-
jetos obligados enmarcados en el artículo 8º de ley 
24.156 y sus modificatorias, incluyendo al Instituto 
Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pen-
sionados (INSSJP), siempre que realicen contrata-
ciones públicas.

6. Modifica el marco de implementación de los 
acuerdos de cooperación productiva (en adelante 
“ACP”) en relación con sus alcances. Esta herra-
mienta es ampliamente utilizada a nivel internacio-
nal con el objetivo de promover la atracción de in-
versiones, la integración de proveedores locales y de 
generar mecanismos de transferencia tecnológica en 
el entramado productivo, sin comprometer la eficien-
cia y efectividad de costos de aprovisionamiento.

Al respecto, se habilita la posibilidad de que los 
ACP puedan completarse mediante la radicación de 
inversiones en el territorio nacional, transferencia 
tecnológica, inversiones en investigación o desarro-
llo e innovación tecnológica a efectuarse dentro del 
mismo sector productivo del bien objeto de la con-
tratación y/o su cadena de valor, sujeto a aprobación 
de la autoridad de aplicación.

Asimismo, a los fines de mejorar y fortalecer el 
cumplimiento de esta herramienta, se prevé la inclu-
sión expresa en todos los proyectos de pliegos de ba-
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ses y condiciones particulares de los procedimientos 
de selección que tengan por objeto la adquisición, 
locación o leasing de bienes por un monto estimado 
igual o superior a ochenta mil módulos (80.000 M) 
de la obligación a cargo del adjudicatario de suscri-
bir ACP por un porcentaje no inferior al veinte por 
ciento (20 %) del valor total de la oferta, siempre 
que la misma supere los doscientos cuarenta mil mó-
dulos (240.000 M). Adicionalmente, se incorpora la 
posibilidad de realizar ACP por un porcentaje no in-
ferior al veinte por ciento (20 %) del valor total del 
monto adjudicado, cuando exista una diferencia en-
tre el monto ofertado y el efectivamente adjudicado, 
debiendo ser aprobado el nuevo compromiso por la 
autoridad de aplicación.

7. Incorpora la posibilidad de conformar Mesas de 
Compre Argentino con el fin de generar un espacio de 
participación público-privada entre los sujetos alcan-
zados por el presente proyecto de ley, potenciales ofe-
rentes y entidades públicas y/o privadas, destinado a 
la formulación y análisis de las propuestas relativas a 
los diferentes aspectos de la participación de la indus-
tria nacional en las compras públicas, con el objetivo 
de promover la anticipación de las futuras contrata-
ciones y el desarrollo y participación de proveedores 
nacionales en las mismas.

8. Crea el Fondo Fiduciario Público para el Compre 
Argentino (FoCAr) con el fin de aminorar el impacto de 
las limitaciones económico-financieras que enfrentan las 
empresas nacionales, en especial las MiPyMEs, para ac-
ceder en igualdad de oportunidades a las contrataciones 
públicas. El FoCAr tendrá por objeto facilitar y generar 
mejores condiciones financieras de acceso a las compras 
públicas a través de instrumentos tales como préstamos 
y/o bonificación de tasas, descuento de documentos y 
otorgamiento de garantías.

9. Asimismo, es menester señalar que el precitado 
proyecto incorpora la innovación como figura en las 
compras públicas a los efectos de reducir asimetrías 
de información, costos de transacción, mejora de 
provisión de bienes públicos a la sociedad y estímulo 
a la inversión privada en Investigación y Desarrollo 
(I+D).

La experiencia comparada ha demostrado que se 
requiere de procedimientos específicos que permitan 
dotar de celeridad y flexibilidad al proceso de inno-
vación, compatibles con la dinámica y el riesgo que 
esta actividad conlleva. En virtud de ello, se crea el 
Programa Nacional de Compras Públicas para la In-
novación con el objeto de otorgar incentivos a las 
firmas innovadoras o potencialmente innovadoras a 
través de las compras públicas, como demanda esta-
ble y sostenida, de desarrollos y soluciones innova-
doras que contribuyan a incrementar, diversificar y 
agregar valor tecnológico a la producción nacional, 
modernizar y mejorar la calidad de los bienes y ser-
vicios prestados por el Estado nacional, con el fin de 
responder a las nuevas demandas de la sociedad y la 

mejora de la calidad de vida de la población, como 
así también promover la articulación de las políticas 
de contenido local con la política científico-tecno-
lógica.

Por los motivos expuestos se solicita la pronta 
sanción del proyecto de ley que se acompaña.

Saludo a su honorabilidad con mi mayor conside-
ración.

Alberto Á. Fernández.
Juan L. Manzur. – Matías S. Kulfas.

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados,...

LEY DE COMPRE ARGENTINO  
Y DESARROLLO DE PROVEEDORES. 

COMPRAS PARA LA INNOVACIÓN

TÍTULO I

Compre Argentino y Desarrollo de Proveedores

Capítulo I 

Sujetos alcanzados

Artículo 1º – Los siguientes sujetos deberán otorgar 
preferencia a la adquisición, locación o leasing de bie-
nes de origen nacional, en los términos dispuestos por 
esta ley y en las formas y condiciones que establezca 
la reglamentación:

a) Las entidades comprendidas en el artículo 8º 
de la ley 24.156 y sus modificatorias, inclu-
yendo al Instituto Nacional de Servicios So-
ciales para Jubilados y Pensionados (INSSJP);

b) Las personas humanas o jurídicas a quienes 
el Estado nacional hubiere otorgado licencias, 
concesiones, permisos o autorizaciones para la 
prestación de obras y servicios públicos;

c) Los contratistas directos de los sujetos del 
inciso b) precedente, entendiendo por tales a 
los que son contratados en forma inmediata en 
ocasión del contrato en cuestión;

d) El Poder Legislativo de la Nación, el Poder 
Judicial de la Nación y el Ministerio Público 
de la Nación;

e) La Compañía Administradora del Mercado 
Mayorista Eléctrico S.A. (Cammesa), excep-
tuando los beneficios del régimen establecido 
en la ley 26.190 y sus modificatorias.

En función de lo dispuesto por el artículo 15 de la 
ley 26.741, quedan excluidos del alcance de la presen-
te ley los sujetos comprendidos en dicha norma. Tales 
sujetos deberán implementar un Plan de Desarrollo de 
Proveedores Nacionales, en los términos establecidos 
en el artículo 26 de la presente ley.
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Para el caso de los sujetos mencionados en el inci-
so c) del presente artículo, la preferencia solo deberá 
otorgarse en el marco de las licencias, concesiones, 
permisos o autorizaciones para la prestación de obras 
y servicios públicos en las que participen como con-
tratistas directos.

Capítulo II

Preferencias para bienes de origen nacional

Art. 2º – Se otorgará preferencia a las ofertas de 
bienes de origen nacional cuando el monto estimado 
del procedimiento de selección sujeto a la presente ley 
sea igual o superior al monto establecido por la re-
glamentación vigente del apartado 1 del inciso d) del 
artículo 25 del decreto 1.023 del 13 de agosto de 2001 
y sus modificatorios y complementarios.

La preferencia a las ofertas de bienes de origen na-
cional se otorgará de acuerdo a las siguientes pautas:

a) Cuando para idénticas o similares prestaciones 
y condiciones de pago el precio de las ofertas 
de bienes de origen nacional sea igual o infe-
rior al de los bienes ofrecidos que no sean de 
origen nacional, incrementados en un veinte 
por ciento (20 %), cuando dichas ofertas sean 
realizadas por micro, pequeñas y medianas 
empresas (MiPyMEs), de acuerdo a la ley 
27.264 y sus modificatorias, y en un quince 
por ciento (15 %) para el resto de las empresas;

b) Cuando en el marco de lo establecido por la 
presente ley resulte una comparación de pre-
cios entre ofertas que no sean de origen na-
cional, se otorgará un margen de preferencia 
del uno coma cinco por ciento (1,5 %) cada 
cinco (5) puntos porcentuales de integración 
local sobre el valor bruto de producción de los 
bienes alcanzados, hasta un margen de pre-
ferencia máximo de doce por ciento (12 %), 
conforme los criterios de cálculo que defina la 
autoridad de aplicación a tal efecto;

c) Una preferencia adicional del tres por ciento 
(3 %) a la establecida en los términos del inci-
so a) del presente artículo, cuando el oferente 
cumpla alguna de estas condiciones en rela-
ción con la composición de la empresa, con-
forme lo establezca la reglamentación;

 i. El cincuenta por ciento (50 %) o más de 
la participación accionaria o del capital 
social es de propiedad de mujeres o tam-
bién por otras identidades no binarias;

 ii. El cincuenta por ciento (50 %) o más de 
los puestos de toma de decisión, a saber 
presidencia, dirección y gerencias, son 
ocupados por mujeres o también por otras 
identidades no binarias;

 iii. El cincuenta por ciento (50 %) o más de 
los puestos de trabajo del plantel general 

son ocupados por mujeres o también por 
otras identidades no binarias.

En todos los casos, a los efectos de la comparación, 
el precio de los bienes de origen no nacional deberá 
incluir, entre otros, los derechos de importación vi-
gentes y todos los impuestos y gastos que le demande 
su nacionalización a un importador particular no pri-
vilegiado, en las formas y condiciones que establezca 
la reglamentación.

Las cooperativas que se encuentren inscritas en 
el registro del Instituto Nacional de Asociativismo y 
Economía Social (INAES), organismo descentraliza-
do en el ámbito del Ministerio de Desarrollo Produc-
tivo, y cumplan con lo establecido en la presente ley, 
tendrán los mismos beneficios y se les otorgarán las 
mismas preferencias que las previstas para las micro, 
pequeñas y medianas empresas (MiPyMEs).

En las contrataciones de las entidades referidas en 
el inciso a) del artículo 8º de la ley 24.156 y sus mo-
dificatorias, para la adquisición, locación o leasing 
de bienes por hasta la suma de cuarenta mil módulos 
(40.000 M), las empresas oferentes de bienes de ori-
gen nacional que califiquen como micro, pequeñas y 
medianas empresas (MiPyMEs) de acuerdo a la ley 
27.264 y sus modificatorias que, aplicando las prefe-
rencias previstas en los incisos a) y c) del presente 
artículo, no hayan podido alcanzar el mejor precio 
ofertado, podrán mejorar su oferta, siempre y cuando 
su precio original, en condiciones de contado, no haya 
superado en más de un veinte por ciento (20 %) a la 
mejor cotización.

Art. 3º – En los procedimientos de selección cuyo 
monto estimado resulte inferior al establecido por la 
reglamentación vigente del apartado 1 del inciso d) 
del artículo 25 del decreto 1.023/1 y sus modificato-
rios y complementarios, resultará optativa la aplica-
ción de la preferencia prevista en el artículo 2º. La 
decisión de aplicar el margen de preferencia deberá 
constar en los respectivos pliegos de bases y condi-
ciones particulares aplicables a los procedimientos de 
selección.

En caso de no preverse su aplicación, la preferencia 
al bien de origen nacional estará limitada al caso de 
igualdad de precio.

Art. 4º – Las entidades contratantes referidas en el 
inciso a) del artículo 8º de la ley 24.156 y sus modifi-
catorias y en el inciso d) del artículo 1º de la presente 
ley deberán adjudicar sus contrataciones a empresas 
locales, según la ley 18.875, que ofrezcan bienes u 
obras públicas, según lo dispuesto en el artículo 5º 
de la presente ley, y que califiquen como micro, pe-
queñas y medianas empresas (MiPyMEs), conforme 
lo dispuesto por la ley 27.264, sus modificatorias y 
complementarias, en los siguientes casos:

a) Contrataciones para la adquisición, locación o 
leasing de bienes por montos menores al mon-
to establecido por la reglamentación vigente 
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del apartado 1 del inciso d) del artículo 25 del 
decreto 1.023/1 y sus modificatorios y com-
plementarios, cuando el precio de la oferta no 
supere en un veinte por ciento (20 %) al monto 
estimado de la contratación;

b) Obra pública destinada exclusivamente a 
construcción de viviendas y edificios públi-
cos, en los términos de la ley 13.064, por mon-
tos menores a cien mil módulos (100.000 M), 
cuando el precio de la oferta no supere en un 
veinte por ciento (20 %) al monto estimado de 
la contratación.

El monto estimado de la contratación comprende-
rá el importe total de las adjudicaciones, incluidas las 
opciones de prórroga que pudieran contemplarse.

Capítulo III

Definición de bien y obra pública de origen nacional

Art. 5º – Se entiende que un bien es de origen na-
cional cuando ha sido producido o extraído en el terri-
torio de la República Argentina, siempre que el costo 
de las materias primas, insumos o materiales impor-
tados nacionalizados no supere el cuarenta por ciento 
(40 %) de su valor bruto de producción.

Se entiende que la provisión de obra pública es 
de origen nacional cuando al menos el cincuenta por 
ciento (50 %) de los materiales utilizados en la obra 
cumplan con el requisito de bienes de origen nacional 
y la empresa además cumpla con los requisitos para 
ser considerada como empresa local de capital inter-
no, según lo establecido en la ley 18.875.

Art. 6º – En las contrataciones alcanzadas por el 
presente régimen, los bienes que no sean de origen 
nacional se entregarán en las mismas condiciones y 
en el mismo lugar que correspondan a los bienes de 
origen nacional, y deberán cumplir con todas las nor-
mas aplicables a los bienes originarios del mercado 
nacional, así como también encontrarse nacionaliza-
dos con todos los impuestos y gastos correspondientes 
incluidos. La autoridad de aplicación entregará, den-
tro de los quince (15) días hábiles administrativos de 
solicitado, un certificado donde se verifique el valor 
de los bienes no nacionales a adquirir.

Capítulo IV

Publicidad de las contrataciones e intervención  
de la autoridad de aplicación en proyectos de pliego

Art. 7º – La publicidad de las contrataciones que 
lleven a cabo los sujetos mencionados en el artículo 
1º, inciso a) de la presente ley se ajustará a las nor-
mas generales de cada régimen de contrataciones en 
particular.

Los demás sujetos alcanzados por la presente ley 
publicarán sus procedimientos de contratación según 
lo establezca la reglamentación, de modo de facilitar 

a todos los posibles oferentes el acceso oportuno a la 
información que permita su participación.

Art. 8º – Los proyectos de pliegos de bases y condi-
ciones particulares necesarios para realizar cualquiera 
de las contrataciones alcanzadas por la presente ley 
se elaborarán adoptando las alternativas técnicamen-
te viables que permitan la participación de la oferta 
de bienes de origen nacional. Se considera alternativa 
técnicamente viable a aquella que cumpla la función 
deseada en un nivel tecnológico adecuado y en condi-
ciones satisfactorias en cuanto a su prestación.

Las entidades contratantes referidas en los incisos 
a) y b) del artículo 8º de la ley 24.156 y sus modifi-
catorias, así como el Instituto Nacional de Servicios 
Sociales para Jubilados y Pensionados (INSSJP), 
deberán remitir a la autoridad de aplicación para su 
aprobación, los proyectos de pliegos de bases y condi-
ciones particulares de los procedimientos de selección 
que tengan por objeto la adquisición, locación o lea-
sing de bienes por un monto estimado igual o supe-
rior a ochenta mil módulos (80.000 M), acompañados 
por un informe de factibilidad de participación de la 
producción nacional, con el fin de garantizar que los 
mismos contemplen las pautas establecidas en el pá-
rrafo anterior.

La autoridad de aplicación deberá expedirse en un 
plazo no superior a los quince (15) días hábiles ad-
ministrativos desde que fuera recibido el proyecto de 
pliego de bases y condiciones particulares. En caso de 
no expedirse en el plazo fijado, se considerará que no 
hay objeción en lo referente a las pautas establecidas 
en los párrafos anteriores.

Capítulo V

Exigencia de acuerdos de cooperación productiva

Art. 9º – En las formas y condiciones que esta-
blezca la reglamentación, los acuerdos de coopera-
ción productiva consistirán en el compromiso cierto 
por parte del contratista de realizar contrataciones 
de bienes y servicios locales vinculados al contra-
to objeto del proceso de selección del cocontratista 
estatal.

Para los suministros que se efectúen en el marco de 
estos acuerdos de cooperación productiva, deberá pro-
moverse el mayor componente de valor agregado de 
los mismos y la participación de empresas considera-
das micro, pequeñas y medianas empresas (MiPyMEs) 
según la ley 27.264 y sus modificatorias.

La compra de acciones de empresas locales, los 
gastos asociados a actividades de mercadeo, pro-
moción publicitaria o similares no serán considera-
dos cooperación productiva a los fines del presente 
artículo.

Los acuerdos de cooperación productiva serán exi-
gibles en aquellos supuestos en los que las entidades 
alcanzadas por el presente régimen comprendidas en 
los incisos a) y b) del artículo 8º de la ley 24.156 
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y sus modificatorias, así como el Instituto Nacional 
de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados 
(INSSJP), procedan a la adquisición, locación o lea-
sing de bienes no producidos en el país que represen-
ten un valor igual o superior a doscientos cuarenta 
mil módulos (240.000 M). Los acuerdos de coopera-
ción productiva deberán constituirse por un porcen-
taje no inferior al veinte por ciento (20 %) del valor 
total del contrato.

Art. 10. – Los oferentes deberán presentar una 
propuesta de acuerdo de cooperación productiva jun-
to con su oferta, cuando el valor de la misma resulte 
igual o superior al valor establecido en el artículo 9º 
de la presente ley y de conformidad con los porcenta-
jes establecidos en el mismo.

La autoridad de aplicación establecerá las formas y 
condiciones aplicables en los casos en los que el mon-
to adjudicado resulte diferente al monto de la oferta 
sobre la base de la cual se aprobaran los acuerdos de 
cooperación productiva correspondientes.

Cuando no resulte factible alcanzar el monto exi-
gido mediante la contratación mencionada, la auto-
ridad de aplicación podrá autorizar que dicho monto 
pueda completarse mediante la radicación de inver-
siones en el territorio nacional, transferencia tecno-
lógica, inversiones en investigación o desarrollo e 
innovación tecnológica a efectuarse dentro del mis-
mo sector productivo del bien objeto de la contrata-
ción y/o su cadena de valor, conforme lo establezca 
la reglamentación.

Para el caso de que el monto de los acuerdos de 
cooperación productiva resultara superior al mínimo 
exigido en el artículo 9º de la presente ley, el valor 
correspondiente a dicho excedente podrá ser utiliza-
do por el mismo contratista en futuras contrataciones 
para integrar dicho valor mínimo, siempre y cuando 
el porcentaje de la cooperación productiva de tales 
contrataciones sea de un mínimo de veinte por ciento 
(20 %), en las formas y condiciones que establezca 
la reglamentación. El excedente no podrá computar-
se cuando el porcentaje del acuerdo de cooperación 
productiva sea disminuido según lo establecido en el 
artículo 16 de la presente ley.

Art. 11. – A efectos de cumplir con la obligación 
prevista en el artículo 9º de la presente ley, en todos 
los pliegos de bases y condiciones particulares deberá 
incorporarse la obligación a cargo del contratista vin-
culada a la suscripción de los acuerdos de cooperación 
productiva.

Los pliegos de bases y condiciones particulares de-
berán incorporar los formularios relativos a los acuer-
dos de cooperación productiva que al efecto establez-
ca la autoridad de aplicación.

Previamente a la adjudicación, la propuesta de 
acuerdo de cooperación productiva deberá ser aproba-
da por la autoridad de aplicación.

Art. 12. – En las formas y condiciones que establez-
ca la reglamentación, la autoridad de aplicación debe-

rá requerir al contratista la constitución de garantías 
sobre el monto total de los compromisos asumidos en 
los acuerdos de cooperación productiva.

Capítulo VI
Valor del módulo

Art. 13. – A los efectos de lo dispuesto por la pre-
sente ley, el valor del módulo (M) será el que se de-
termine conforme la previsión dispuesta en el artículo 
28 del Reglamento del Régimen de Contrataciones de 
la Administración Nacional aprobado por el decreto 
1030 del 15 de septiembre de 2016 y sus modificato-
rios y complementarios.

La cantidad de módulos podrá ser modificada por 
la autoridad de aplicación con carácter general, con 
la aprobación de la Jefatura de Gabinete de Ministros.

Capítulo VII
Autoridad de aplicación

Art. 14. – La autoridad de aplicación de la presente 
ley será designada por el Poder Ejecutivo nacional y 
tendrá las siguientes facultades y atribuciones:

a) Verificar el cumplimiento de las obligaciones 
de la presente ley;

b) Emitir los certificados de verificación previs-
tos en el artículo 6º de la presente ley;

c) Aprobar los proyectos de pliegos de bases y 
condiciones particulares, de conformidad con 
el artículo 8º de la presente ley;

d) Verificar la inclusión de los acuerdos de 
cooperación productiva aludidos en el ar-
tículo 10 de la presente ley, en el proyecto 
de pliego de bases y condiciones particu-
lares, proponiendo modificaciones cuando 
lo considere pertinente, así como el efec-
tivo cumplimiento de dichos acuerdos;

e) Colaborar con el organismo contratante para el 
diseño y la implementación de los acuerdos de 
cooperación productiva referidos en el artículo 
10 de la presente ley;

f) Requerir a los sujetos alcanzados en el artícu-
lo 1º de la presente ley información relativa a 
la adquisición, locación o leasing de bienes, 
así como toda otra información que considere 
pertinente en el marco de lo dispuesto por la 
presente ley;

g) Realizar informes técnicos respecto de la ca-
pacidad de provisión de bienes y servicios de 
origen local en las operaciones de adquisicio-
nes y contrataciones alcanzadas por esta ley;

h) Solicitar opiniones e informes a personas o 
entidades privadas sobre las capacidades pro-
ductivas locales;

i) Coordinar y articular la implementación de la 
presente ley con los sujetos alcanzados;
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j) Realizar sugerencias respecto de los niveles 
de integración y márgenes de preferencia ade-
cuados a los distintos sectores productivos y 
sus necesidades de modificación.

Art. 15. – A los fines de garantizar el acceso oportu-
no a la información sobre los procesos de contratación 
alcanzados por la presente ley, los sujetos comprendi-
dos en el artículo 1º deberán remitir a la autoridad de 
aplicación la planificación anual de las contrataciones 
que estimen realizar. Quedan exceptuados de tal re-
misión y de los procedimientos que se dicten sobre 
el particular en la reglamentación los sujetos obliga-
dos a presentar el plan anual de contrataciones ante la 
Oficina Nacional de Contrataciones de la Secretaría 
de Innovación Pública de la Jefatura de Gabinete de 
Ministros.

La reglamentación establecerá la forma y procedi-
mientos para que las citadas jurisdicciones públicas, 
con los debidos recaudos de reserva, compartan datos, 
estadísticas y, en general, toda información de utilidad 
relativos a los planes anuales de contrataciones, en 
consonancia con los fines perseguidos en la presente 
ley.

La planificación anual de contrataciones es un do-
cumento de naturaleza informativa, de allí que los 
procesos de compras incluidos en el mismo podrán 
ser modificados o eliminados sin generar por ello de-
rechos a favor de terceros.

La autoridad de aplicación establecerá las normas 
complementarias referidas a plazos y procedimientos 
a observarse para dar cumplimiento a la previsión dis-
puesta en el presente.

Art. 16. – La autoridad de aplicación, con interven-
ción de la Jefatura de Gabinete de Ministros, en los 
casos de adquisición, locación, o leasing de bienes 
que sean considerados estratégicos, por las entidades 
comprendidas en el artículo 8º de la ley 24.156 y sus 
modificatorias, en especial por el Instituto Nacional 
de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados 
(INSSJP), y a través de los mecanismos que establez-
ca la reglamentación, podrá:

a) Elevar o disminuir el porcentaje referido en 
el artículo 5º de la presente ley hasta un total 
del setenta por ciento (70 %) y del treinta por 
ciento (30 %), respectivamente, del valor bru-
to de producción;

b) Disminuir o elevar el margen de preferencia 
referido en el artículo 2º de la presente ley en 
hasta diez (10) puntos porcentuales;

c) Establecer una reserva de mercado para empre-
sas locales que califiquen como micro, peque-
ñas y medianas empresas (MiPyMEs), confor-
me lo dispuesto por la ley 27.264, sus modifi-
catorias y complementarias, y ofrezcan bienes 
de origen nacional, en las contrataciones para 
la adquisición, locación o leasing de bienes por 

montos mayores a mil módulos (1.000 M), se-
gún establezca la reglamentación.

Se entiende por reserva de mercado en los 
términos de la presente ley a la obligación de 
reservar exclusivamente para dichas empresas 
cierto porcentaje de las adjudicaciones, en la 
medida de que exista capacidad de provisión 
local de los bienes objeto de contratación, de 
conformidad a los criterios que se establezcan 
en la normas reglamentarias y complementa-
rias que se dicten al efecto;

d) Elevar o disminuir el porcentaje referido en el 
artículo 10 de la presente ley hasta un total del 
treinta por ciento (30 %) y del diez por ciento 
(10 %), respectivamente.

En todos los casos, la autoridad de aplicación debe-
rá elaborar un informe técnico que sustente las modifi-
caciones propuestas en los términos del presente artí-
culo. Asimismo, deberá justificar que la modificación 
propuesta resulta favorable a la mayor posibilidad de 
participación de la producción nacional, según los cri-
terios que establezca la reglamentación.

Los informes técnicos previstos en este artículo de-
berán ser enviados a la comisión bicameral referida en 
el artículo 17 de la presente ley y dados a publicidad, 
conforme lo establezca la reglamentación.

La autoridad de aplicación no podrá reducir los 
márgenes de preferencia aplicados a micro, pequeñas 
y medianas empresas (MiPyMEs), según la ley 27.264 
y sus modificatorias, por el término de tres (3) años 
desde la vigencia de la presente ley.

Capítulo VIII
Comisión Bicameral de Seguimiento Legislativo

Art. 17. – Incorpórese a la Comisión Bicameral de 
Seguimiento de Contratos de Participación Público-
Privada, creada por el artículo 30 de la ley 27.328, la 
función de verificar el cumplimiento de las obligacio-
nes y requisitos de la presente ley por parte de los su-
jetos obligados, en particular la efectiva participación 
de la producción nacional.

A los efectos de cumplimentar su cometido, la co-
misión bicameral:

a) Recibirá por parte de la autoridad de aplica-
ción toda información y documentación que 
estime pertinente;

b) Convocará al o a la titular de la autoridad de 
aplicación, con periodicidad semestral, a los 
efectos de brindar un informe fundado sobre 
el cumplimiento de los preceptos de la presen-
te ley;

c) Solicitará el asesoramiento técnico que crea 
conveniente por parte de las asociaciones de 
empresarios industriales;

d) Pondrá en conocimiento a la autoridad de 
aplicación y a sus respectivos cuerpos las ob-
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servaciones, propuestas y recomendaciones 
que estime pertinentes.

Capítulo IX
Sanciones y recursos

Art. 18. – En caso de configurarse el incumplimien-
to de las obligaciones establecidas en la presente ley y 
su reglamentación por parte de las entidades compren-
didas en el artículo 1º, incisos a), d) y e) de la presen-
te, la autoridad de aplicación notificará a las autorida-
des de dichas entidades, a la Sindicatura General de la 
Nación y a la Auditoría General de la Nación.

Art. 19. – En caso de configurarse el incumplimien-
to de las obligaciones establecidas en la presente ley y 
su reglamentación por parte de las personas compren-
didas en el artículo 1º, incisos b) y c) de la presente, 
podrán aplicarse las siguientes sanciones:

a) Apercibimiento;
b) Multa de entre el cinco por ciento (5 %) y el 

cincuenta por ciento (50 %) del monto del 
contrato, en cuyo marco se verificare el in-
cumplimiento. Dicha multa podrá reducirse 
hasta en un cincuenta por ciento (50 %) si la 
sancionada rectificare su falta dando cumpli-
miento inmediato al presente régimen;

c) Suspensión para resultar adjudicatario de fu-
turos contratos, concesiones, permisos o li-
cencias, por un plazo de tres (3) a diez (10) 
años. El acto administrativo que aplique dicha 
sanción será comunicado al Sistema de Infor-
mación de Proveedores (SIPRO) que admi-
nistra la Oficina Nacional de Contrataciones 
de la Secretaría de Innovación Pública de la 
Jefatura de Gabinete de Ministros y/o a los re-
gistros correspondientes.

Art. 20. – La sanción que se imponga ante la ve-
rificación de una infracción se graduará teniendo en 
cuenta la gravedad de la misma, los antecedentes del 
infractor, la capacidad económica del infractor y el 
grado de afectación al interés público.

Art. 21. – Cuando el oferente que hubiere resultado 
adjudicatario en un procedimiento de selección por la 
aplicación de la preferencia establecida en la presente 
ley no cumpla con las condiciones de la contratación 
o con los porcentajes de integración nacional declara-
dos en los bienes ofrecidos, deberá reintegrar la suma 
equivalente a la preferencia obtenida, consistente en la 
diferencia del porcentual mediante el cual obtuviera la 
adjudicación del contrato, sin perjuicio de las demás 
sanciones que le pudieran corresponder.

Art. 22. – Cualquier persona que alegue un derecho 
subjetivo, un interés legítimo, un interés difuso o un 
derecho colectivo podrá recurrir los actos que reputen 
violatorios de lo establecido en la presente ley, dentro 
de los diez (10) días hábiles administrativos contados 
desde que tomaron o hubiesen podido tomar conoci-
miento del acto presuntamente lesivo.

El recurso se presentará ante la autoridad contra-
tante, quien podrá hacer lugar a lo peticionado o, en 
su defecto, deberá remitirlo juntamente con todas las 
actuaciones correspondientes dentro de los cinco (5) 
días hábiles administrativos contados desde su inter-
posición, cualquiera fuere su jerarquía dentro de la 
administración pública o su naturaleza jurídica, a la 
autoridad de aplicación que será el órgano competente 
para su sustanciación y resolución, y que deberá expe-
dirse dentro de los treinta (30) días hábiles administra-
tivos desde su recepción.

La resolución de la autoridad de aplicación agotará 
la vía administrativa.

Art. 23. – El o la que por informes falsos o reti-
centes, declaraciones incorrectas, documentación fra-
guada, maquinaciones de toda clase o cualquier otra 
forma de engaño, obtuviere indebidamente o hiciere 
obtener a otro u otra, o de cualquier modo, aún sin 
ánimo de lucro, facilitare a alguien la obtención inde-
bida de los beneficios establecidos en la presente ley o 
en las normas concordantes que dicten las provincias 
y/o el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires incurrirá en la sanción establecida en el artículo 
172 del Código Penal, si no resultare otro delito más 
severamente penado.

Capítulo X
Desarrollo de proveedores

Art. 24. – Créase el Programa Nacional de Desarrollo 
de Proveedores en el ámbito de la Secretaría de Indus-
tria, Economía del Conocimiento y Gestión Comercial 
Externa del Ministerio de Desarrollo Productivo, cuyo 
objetivo principal será desarrollar proveedores nacio-
nales en sectores estratégicos, con el fin de contribuir al 
impulso de la industria, la diversificación de la matriz 
productiva nacional y la promoción de la competitivi-
dad y la transformación productiva.

Para la consecución de sus objetivos, el Programa 
Nacional de Desarrollo de Proveedores favorecerá la 
articulación entre la oferta de productos y servicios, 
existentes y potenciales, con la demanda del sector 
público nacional y personas jurídicas operadoras de 
sectores estratégicos demandantes de dichos bienes, 
con el propósito de canalizar demandas y desarrollar 
proveedores capaces de aprovisionarlas.

El Programa Nacional de Desarrollo de Proveedo-
res identificará las oportunidades para los proveedores 
locales a través del relevamiento de la oferta existen-
te o de la factibilidad técnica de abastecimiento local 
de esos productos y/o servicios con la asistencia de 
herramientas técnica y financieras para favorecer la 
mejora de los proveedores nacionales.

Art. 25. – Los sujetos comprendidos en la ley 
26.741 deberán implementar un Plan de Desarrollo de 
Proveedores Nacionales cuyo objetivo será la amplia-
ción de la participación de los proveedores locales en 
la cadena de suministros. A tal fin, deberán implemen-
tar mecanismos que propicien la mejora de la produc-
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tividad y calidad de los mismos (competitividad de 
la oferta), e identificar y articular oportunidades para 
una mayor participación de la oferta nacional en la ca-
dena de abastecimiento.

El Plan de Desarrollo de Proveedores Nacionales 
deberá contener la información relativa a las compras 
previstas, identificar objetivos y metas cuantificables 
para promover el incremento del contenido nacional 
de sus contrataciones y las acciones necesarias para 
llevarlo a cabo. Asimismo, deberá contener los plazos 
de ejecución y objetivos a alcanzar en dicho plan.

Los Planes de Desarrollo de Proveedores Naciona-
les deberán contar con la conformidad de la autoridad 
de aplicación, conforme lo establezca la reglamenta-
ción.

Estos planes deberán tener una duración de hasta 
tres (3) años, sin perjuicio de su seguimiento anual.

La autoridad de aplicación y los sujetos comprendi-
dos en la ley 26.741 arbitrarán los medios necesarios 
que resulten conducentes para la implementación de 
los Planes de Desarrollo de Proveedores Nacionales 
previstos precedentemente, y podrán al efecto y de 
conformidad a las precisiones que establezca la re-
glamentación, suscribir acuerdos de cooperación que 
contengan las acciones y proyecciones conjuntas rela-
cionadas a los mismos.

Capítulo XI
Presentación y acceso a información

Art. 26. – La Oficina Nacional de Contrataciones 
de la Secretaría de Innovación Pública de la Jefatura 
de Gabinete de Ministros y la autoridad de aplicación 
arbitrarán los medios necesarios para coordinar accio-
nes y celebrar acuerdos de cooperación que permitan 
el intercambio de información relevante en procura de 
la consecución de los objetivos previstos en la presente 
ley, incluyendo la relativa a los planes anuales de Con-
tratación para las entidades alcanzadas por el artículo 
8º de la ley 24.156 y sus modificatorias, así como las 
previsiones correspondientes a la sistematización y res-
guardo de la misma.

Art. 27. – Créase el Observatorio de Compre Argen-
tino en el ámbito de la autoridad de aplicación de la 
presente ley, que tendrá por objeto el monitoreo, rele-
vamiento, sistematización y seguimiento de la partici-
pación de la oferta de bienes de origen nacional, y hará 
hincapié en la participación de la industria nacional y de 
las micro, pequeñas y medianas empresas (MiPyMEs) 
en las compras públicas. Dicho observatorio realizará 
informes periódicos, asegurará los medios necesarios 
para hacer pública dicha información y funcionará de 
acuerdo a lo que establezca la reglamentación.

El Observatorio de Compre Argentino será presidi-
do por la Autoridad de Aplicación, promoverá la sus-
cripción de acuerdos de colaboración con institucio-
nes educativas, cámaras empresarias, organizaciones 
públicas y/o privadas nacionales y/o internacionales, 

vinculadas a los distintos aspectos de la presente ley e 
incentivará la cooperación y colaboración interadmi-
nistrativa público-privada.

Sus integrantes participarán “ad honorem”.
Art. 28. – La autoridad de aplicación podrá con-

formar mesas de compre argentino que funcionarán 
como un espacio de participación público-privada 
entre los sujetos alcanzados por la presente ley, po-
tenciales oferentes y entidades públicas y/o privadas, 
destinado a la formulación y análisis de las propuestas 
relativas a los diferentes aspectos de la participación 
de la industria nacional en las compras públicas, con 
el objetivo de promover la anticipación de las futuras 
contrataciones y el desarrollo y participación de pro-
veedores nacionales.

TÍTULO II

Fondo Fiduciario Público para el Compre 
Argentino

Capítulo I
Fondo Fiduciario Público para el Compre Argentino

Art. 29. – Creación. Créase el Fondo Fiduciario 
Público denominado Fondo Fiduciario para el Com-
pre Argentino, en adelante FoCAr, que se conformará 
como un fideicomiso de administración y financiero 
con los alcances y limitaciones establecidos en la pre-
sente ley y su reglamentación. Supletoriamente, se 
aplicarán las normas del Código Civil y Comercial de 
la Nación.

Art. 30. – Objeto. El FoCAr tendrá por objeto la 
aplicación de los bienes fideicomitidos al otorgamien-
to de préstamos y/o bonificación de tasas, descuento de 
documentos, otorgamiento de garantías y/o cualquier 
otro mecanismo o instrumento financiero destinado a 
facilitar y/o generar mejores condiciones financieras 
para los potenciales oferentes de acceso a las compras 
públicas realizadas por las entidades comprendidas en 
el inciso a) del artículo 1º de la presente ley, por parte 
de fabricantes de bienes industriales producidos en el 
país, conforme lo establezca la autoridad de aplica-
ción junto a las formas y condiciones de acceso a las 
herramientas financieras a ser otorgadas en el marco 
del FoCAr.

Art. 31. – Autoridades. El Estado nacional, a tra-
vés del Ministerio de Desarrollo Productivo, será fi-
duciante y fideicomisario del FoCAr y la entidad pú-
blica, entidad bancaria pública o sociedad controlada 
por cualquiera de estas que designe la autoridad de 
aplicación será fiduciario.

Art. 32. – Duración. El plazo de duración del Fo-
CAr será hasta el 31 de diciembre de 2040. No obstan-
te ello, el fiduciario conservará los recursos suficien-
tes para atender los compromisos pendientes, reales 
o contingentes, que haya asumido el fondo hasta la 
fecha de extinción de esas obligaciones.
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Facúltase al Poder Ejecutivo nacional a extender la 
vigencia del FoCAr por períodos adicionales de cinco 
(5) años por hasta dos (2) períodos consecutivos.

Art. 33. – Beneficiarios. Serán beneficiarias las per-
sonas humanas y jurídicas radicadas en la República 
Argentina que sean potenciales oferentes de bienes fa-
bricados localmente en el marco de las contrataciones 
públicas de las entidades del inciso a) del artículo 1º 
de la presente ley.

Art. 34. – Comité Ejecutivo. La dirección del fon-
do estará a cargo de un Comité Ejecutivo cuya com-
posición, funciones y atribuciones serán definidas en 
la reglamentación. La presidencia del mismo estará a 
cargo de la autoridad de aplicación de la presente ley.

Art. 35. – Recursos del fondo. El FoCAr contará con 
un patrimonio constituido por los siguientes bienes:

1. Los recursos provenientes del Tesoro nacional 
que le asigne el Estado nacional;

2. El recupero del capital e intereses provenien-
tes de los préstamos otorgados;

3. Los ingresos obtenidos por la aplicación de 
las multas comprendidas en el artículo 19 de 
la presente ley y normativa reglamentaria y 
complementaria;

4. El recupero de las garantías honradas;
5. Los ingresos generados por el financiamiento 

de otros instrumentos financieros;
6. El producido de sus operaciones, la renta, fru-

tos e inversión de los bienes fideicomitidos;
7. Los ingresos obtenidos por emisión de valores 

representativos de deuda que emita el fiducia-
rio en los términos establecidos en el contrato 
y/o prospecto respectivo;

8. Otros ingresos, aportes, contribuciones, sub-
sidios, legados o donaciones específicamente 
destinados al FoCAr.

Facúltase al jefe de Gabinete de Ministros para dis-
poner las adecuaciones presupuestarias pertinentes, a 
través de la reasignación de partidas del presupuesto 
nacional, a los efectos de poner en ejecución lo dis-
puesto por la presente.

Art. 36. – Instrumentos de aplicación de los recur-
sos del fondo. Se emplearán los siguientes instrumen-
tos para la ejecución de los recursos del fondo:

a) Préstamos: otorgará créditos para capital de 
trabajo. Las condiciones financieras podrán 
diferir dependiendo del destino de los fondos 
y de las características de los destinatarios;

b) Bonificación de tasas de interés: podrá boni-
ficar puntos porcentuales de la tasa de interés 
de créditos otorgados por entidades financie-
ras para capital de trabajo. El riesgo de crédi-
to será asumido por dichas entidades, las que 
estarán a cargo de la evaluación de riesgo cre-
diticio. No obstante ello, para el otorgamiento 
del beneficio se deberá contar con la aproba-

ción de la elegibilidad previa del proyecto por 
parte del Comité Ejecutivo;

c) Garantías: otorgar garantías con el fin de me-
jorar las condiciones de acceso al crédito;

d) Descuentos: realizar el descuento de docu-
mentos, facturas u otros títulos de valor;

e) Otros instrumentos: podrán emplearse otros 
instrumentos de financiamiento a determi-
nar por la autoridad de aplicación, siempre y 
cuando permitan financiar proyectos con los 
destinos previstos en el presente capítulo.

Art. 37. – Tratamiento impositivo. Tanto el FoCAr 
como el fiduciario, en sus operaciones relativas al 
FoCAr, estarán eximidos de todos los impuestos, tasas 
y contribuciones nacionales existentes. Esta exención 
contempla los impuestos de las leyes 20.628, 25.063, 
25.413 y otros impuestos internos que pudieran co-
rresponder.

Art. 38. – Autoridad de aplicación del FoCAr. La 
autoridad de aplicación del FoCAr será la autoridad de 
aplicación de la presente ley, y estará facultada para dic-
tar las normas complementarias y aclaratorias que resul-
ten pertinentes y aplicar las sanciones que correspondan.

Autorízase a la autoridad de aplicación a delegar 
funciones en una dependencia de rango no menor a 
subsecretaría.

Art. 39. – Contrato. Facúltase al Ministerio de De-
sarrollo Productivo a aprobar el contrato de fideico-
miso y a su correspondiente suscripción, por sí o por 
quien este designe en su reemplazo.

TÍTULO III

Compras públicas para la innovación

Capítulo I

Compras para la innovación y promoción 
de la investigación, desarrollo e innovación

Art. 40. – Créase el Programa Nacional de Compras 
Públicas para la Innovación, el cual tendrá por objeto 
promover la incorporación gradual de desarrollos y 
soluciones innovadoras en las adquisiciones que rea-
licen los sujetos alcanzados por la presente ley, con el 
fin de modernizar y mejorar la calidad de los bienes y 
servicios prestados por el Estado nacional y responder 
a las nuevas demandas de la sociedad.

Art. 41. – Definición. Serán consideradas “compras 
públicas para la innovación” aquellas adquisiciones de 
bienes y/o servicios que cumplan con al menos uno de 
los siguientes aspectos, conforme el alcance y precisio-
nes que al efecto se establezcan en las normas regla-
mentarias y complementarias que se dicten al efecto:

a) Compras de resultados parciales de procesos 
de investigación, desarrollo tecnológico e in-
novación;
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b) Compras de resultados finales de procesos de 
investigación, desarrollo tecnológico e inno-
vación que todavía no hayan sido comerciali-
zados a gran escala.

Art. 42. – Unidad ejecutora. La Agencia Nacional 
de Promoción de la Investigación, el Desarrollo Tec-
nológico y la Innovación, organismo descentralizado 
en la órbita del Ministerio de Ciencia, Tecnología e 
Innovación, será la Unidad Ejecutora del Programa 
Nacional de Compras Públicas para la Innovación y 
podrá:

a) Promover las compras innovadoras por parte 
del sector público, como mecanismo destinado 
a impulsar la innovación en la matriz produc-
tiva nacional,

b) Ofrecer formación a las áreas de compras de 
los sujetos alcanzados por el presente progra-
ma;

c) Asistir en la elaboración de especificaciones 
funcionales y requerimientos técnicos;

d) En caso de ser requerido, respecto de las ofer-
tas recibidas, verificar el cumplimiento de 
especificaciones funcionales y características 
técnicas;

e) Ofrecer financiamiento y otros instrumentos 
de promoción para facilitar el desarrollo de 
soluciones requeridas en el marco del presente 
programa;

f) Realizar informes sobre el nivel de evolución 
e impacto del presente programa;

g) Pronunciarse a requerimiento de los orga-
nismos contratantes sobre si existen méritos 
suficientes para realizar la contratación en el 
marco del presente capítulo;

h) Intervenir en la etapa de observaciones a los 
proyectos de pliegos que se realicen en este 
tipo de procedimientos;

i) Intervenir en la elaboración de los pliegos de 
bases y condiciones particulares relacionados 
a contrataciones que pudieran realizarse en el 
marco del presente capítulo;

j) Intervenir en la evaluación de las ofertas rela-
cionadas a contrataciones que pudieran reali-
zarse en el marco del presente capítulo.

Art. 43. – La unidad ejecutora establecerá dentro 
del primer año de vigencia del programa un plan que 
incluirá metas al 31 de diciembre de 2030, las cuales 
se alcanzarán de forma gradual e incremental, para 
que un conjunto significativo de las adquisiciones de 
bienes y servicios realizadas por el sector público se 
vinculen con el Programa Nacional de Compras Pú-
blicas para la Innovación.

Asimismo, los sujetos vinculados al programa pre-
sentarán anualmente, en los primeros ciento ochenta 
(180) días corridos del año, ante la unidad ejecutora, 
un informe que incluya los avances en el desarrollo 
de las compras encuadradas en el programa como las 
realizadas durante el año calendario anterior.

TÍTULO IV

Disposiciones finales

Capítulo I

Disposiciones generales

Art. 44. – Invítase a las provincias, municipios y 
a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir al 
régimen de la presente ley con el fin de ampliar el al-
cance del mismo a una escala federal.

Los bienes producidos en las provincias que adhie-
ran al régimen en todos sus términos tendrán, en los 
primeros tres (3) años desde su entrada en vigencia, 
una preferencia adicional del uno por ciento (1 %) con 
respecto a la preferencia establecida en el artículo 2º 
de la presente ley.

Art. 45. – Derógase la ley 27.437. En todas aque-
llas normas en que se haga referencia a la aplicación 
de las leyes 25.551 y 27.437, así como al Régimen 
de Compras del Estado Nacional y Concesionarios de 
Servicios Públicos –Compre Trabajo Argentino– y a 
los regímenes de Compre Argentino, Compre Nacio-
nal y Contrate Nacional, se aplicará en lo sucesivo la 
presente ley.

Mantiénese la vigencia de la ley 18.875, en todo 
aquello que no se oponga a la presente ley.

Art. 46. – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Alberto Á. Fernández.
Juan L. Manzur. – Matías S. Kulfas.


